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La investigación jurídica de carácter constitucional, ha tenido como objetivo, 
analizar sobre el ejercicio del derecho del ciudadano peruano a la revocatoria 
de los congresistas de la República, al respecto, cabe señalar que la actual 
Constitución del Estado Peruano, no contempla la figura jurídica democrática 
de revocatoria de mandato de los congresistas, solamente se establece 
constitucionalmente la revocatoria de autoridades elegidas del gobierno 
regional y de las municipalidades, pese a que en el artículo 31° de la 
Constitución Política del Perú, se establece de manera general la revocatoria 
de autoridades, puesto que en el artículo 191° cuarto párrafo de la 
Constitución, precisa que los mandatos de los gobernadores regionales, vice 
gobernadores y los miembros del Consejo Regional, es revocable; asimismo 
en el artículo 194° en su tercer párrafo del texto constitucional expresamente 
señala que el mandato de alcalde y regidores, son revocables, incluso dicho 
procedimiento revocatorio se halla desarrollado mediante la Ley N° 26300 – 
Ley de los Derechos de Participación y Control Ciudadano, modificado por la 
Ley N° 30315, sin embargo en el mundo y en el continente americano, en 
algunos países, constitucionalmente ya se tiene establecida la revocatoria de 
parlamentarios con ciertas restricciones, porque el derecho de ejercicio de 
voto, por ende la elección y revocatoria de autoridades, es un derecho 
fundamental de participación de los ciudadanos en los asuntos públicos, como 
expresión auténtica de la democracia; empero en nuestra actual Constitución, 
no está instituido el ejercicio del derecho del ciudadano a la revocatoria de los 






en ese sistema democrático los parlamentarios representan a la “Nación”, es 
decir, al ideal colectivo, por ende representan el interés general y no interés 
particular de sus electores, ni de un sector o grupo social o determinado 
territorio, pero hay otro sector de doctrina del derecho comparado consideran 
que mediante la soberanía popular pueden ejercer el derecho de participación 
ciudadana, y como una forma de expresión de un pensamiento moderno en la 
democracia participativa y en determinados casos puede revocar el mandato 
de sus autoridades elegidas; por ello nuestra preocupación de haber realizado 
la presente investigación como parte del tema de derecho constitucional 
parlamentario, consideramos haber aportado con la construcción de nuevas 
teorías sobre el sistema democrático participativo, que pueda ser incorporadas 
en nuestra ley de leyes vía reforma constitucional, para ello se ha analizado 
diversas obras de distintos autores, tanto aquellos que sustentan 
favorablemente el mandato imperativo de los parlamentarios, así como los que 
se oponen a ese sistema de democracia representativa y plantean una 
democracia participativa y en casos justificados puedan destituirse vía consulta 
popular a sus parlamentarios, lo que incluso pueda permitir no solo la 
transparencia a que tendrían los legisladores de la República, sino también se 
puede potenciar la calidad de la labor parlamentaria y por ende el desarrollo 
de nuestro país, al que todos los peruanos aspiramos; asimismo debo precisar 
que para respaldar el análisis teórico, también se ha recurrido a la opinión de 
la ciudadanía, habiéndose trabajado con un muestreo de la población electoral 






presente investigación de tipo mixto (cualitativo y cuantitativo), utilizando el 
método de la observación y la técnica de observación documental. 
 
PALABRAS CLAVE.- Ejercicio del derecho, ciudadano, revocatoria, 












































The legal research of a constitutional nature, has aimed to analyze the exercise 
of the right of the Peruvian citizen to revoke the congressmen of the Republic, 
in this regard, it should be noted that the current Constitution of the Peruvian 
State does not include the democratic legal figure of revocation of mandate of 
the congressmen, only constitutionally the revocation of elected authorities of 
the regional government and of the municipalities is established, in spite of the 
fact that in article 31 of the Political Constitution of Peru, the revocation of 
authorities is established in a general way, since in the article 191º fourth 
paragraph of the Constitution, it specifies that the mandates of the regional 
governors, vice governors and the members of the Regional Council, are 
revocable; also in article 194 ° in its third paragraph of the constitutional text 
expressly states that the mandate of mayor and aldermen, are revocable, even 
said recall procedure is developed by Law No. 26300 - Law of Rights of 
Participation and Citizen Control, modified by Law No. 30315, however in the 
world and the American continent, in some countries, constitutionally has 
already established the revocation of parliamentarians with certain restrictions, 
because the right to vote, hence the election and recall of authorities, is a 
fundamental right of participation of citizens in public affairs, as an authentic 
expression of democracy; However, in our current Constitution, the exercise of 
the right of the citizen to the revocation of the congressmen is not instituted, 
because it is considered to be an imperative mandate, therefore in that 
democratic system the parliamentarians represent the "Nation", that is, to the 






particular interest of their constituents, or of a sector or social group or 
determined territory, but there is another sector of doctrine of comparative law 
they consider that through popular sovereignty they can exercise the right of 
participation citizen, and as a form of expression of a modern thought in 
participatory democracy and in certain cases it can revoke the mandate of its 
elected authorities; for that reason our preoccupation to have realized the 
present investigation like part of the subject of constitutional parliamentary right, 
we consider to have contributed with the construction of new theories on the 
democratic participatory system, that can be incorporated in our law of laws via 
constitutional reform, for it has analyzed various works of different authors, both 
those that support favorably the imperative mandate of parliamentarians, as 
well as those who oppose this system of representative democracy and 
propose a participatory democracy and in justified cases can be dismissed 
through popular consultation to their parliamentarians, what may even allow not 
only the transparency that would have the legislators of the Republic, but also 
can enhance the quality of parliamentary work and therefore the development 
of our country, to which all Peruvians aspire; I must also point out that to support 
the theoretical analysis, we have also resorted to the opinion of the citizenship, 
having worked with a sampling of the electoral population of the cities of Juliaca 
and Puno, whose result and analysis are included in the present investigation 
of type mixed (qualitative and quantitative), using the method of observation 
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Nuestra patria, en su vida republicana tuvo doce constituciones a la fecha, de 
los cuales, en las once constituciones, no se tiene regulado la figura 
democrática y jurídica de revocatoria de autoridades elegidas, situación  que 
no solo ha generado el clamor de la publicación electoral del país, sino la 
preocupación del propio Congreso Constituyente, porque sobre todo respecto 
a los alcaldes distritales y provinciales del país se ha inmiscuido en los actos 
de corrupción, labores realizadas sin transparencia por estas autoridades 
elegidas mediante el voto directo y secreto, autoridades que no cumplían con 
sus compromisos electorales, entre otros irregularidades que se cometían en 
la gestión y administración municipal, y como no había un sistema de control 
electrónico en las contrataciones del Estado, ni menos la transparencia, la 
Contraloría General de la República ni los órganos de control institucional, no 
podían realizar un control efectivo sobre la ejecución de gastos en la 
administración municipal, incluso el propio representante del Ministerio 
Público ni el Poder Judicial, encontraban las responsabilidades, y si es que 
por ahí prosperaba alguna denuncia penal sobre peculado y otros, eran muy 
pocos, por lo que se generó descontento en la población electoral y la 
sociedad en su conjunto, llegando al extremo al linchamiento de alcalde en la 
ciudad de Ilave, de la región de Puno y cuestionamientos serios en otros 
lugares del país, similar preocupación se originó con los gobiernos regionales, 
es por ello en una coyuntura política de la década de 90, con la disolución del 






Constitución Política del Perú, del año de 1993, se ha acogido diversas 
instituciones democráticas de participación ciudadana e incluso se ha 
establecido la revocatoria de alcaldes y regidores, lo mismo ocurrido con los 
gobiernos regionales, y para efectivizar la norma constitucional de revocatoria 
de dichas autoridades, se ha dado la Ley de los Derechos de Participación y 
Control Ciudadanos, Ley N° 26300, ahora modificado mediante la Ley N° 
30315, publicado en el Diario Oficial El Peruano en fecha 07 de abril de 2015, 
no contempla la revocatoria de los congresistas de la República, porque la 
Constitución Política del Perú, respecto a los miembros del congreso de la 
República, no establece la revocatoria de mandato del congresista, por el 
contrario en el artículo 93°, considera que el cargo de congresista no es un 
mandato imperativo, ya que representan a la “Nación” y no a sus electores, en 
tal sentido a la fecha nuestros congresistas de la República, en muchos de 
ellos no cumplen con sus compromisos electorales, por el contrario las leyes 
son emitidas a favor de los intereses de las grandes empresas nacionales y 
extranjeras, asimismo se ha convertido en un congreso sumiso a los intereses 
políticos y que se han producido tránsfuga de su partido, agrupación o 
movimiento político por el cual fue elegido, al partido político del oficialismo, 
debilitando la oposición y la verdadera democracia que permita ejercer la 
función de manera transparente y por ello la fiscalización y control de legalidad 
en la ejecución de gastos que realiza las autoridades del Poder Ejecutivo y 
sus dependencias, incluso algunos congresistas se han encontrado 
comprendido en los actos de corrupción; pero eso no es todo, pues se tiene 






dio incluso la Ley de Servicio Civil, la Ley de Carrera Magisterial y otros, con 
lo que no solo se va fomentar el despido de los trabajadores nombrados, sino 
se suprime la estabilidad laboral, los cuales han ocasionado mayores 
conflictos sociales a nivel del sindicato de trabajadores del sector estatal, y 
finalmente cabe referirse que el actual Congreso de la Republica está 
compuesto por la mayoría que no es del Partido Político del Presidente de la 
Republica, por lo que se ha realizado varias censuras de Ministros, incluso se 
anuncia la solicitud de confianza a los Ministros del Estado, y por otro lado hay 
anuncios de disolución del Congreso e incluso llegando en el mes de 
diciembre de 2017 a debate sobre la vacancia del Presidente de la Republica;  
por consiguiente se tiene la crisis de gobernabilidad, por ende la crisis de la 
democracia; es decir la tensión política es muy fuerte; en ese orden de ideas, 
por la naturaleza cambiante de la representación parlamentaria, y para 
potenciar las capacidades y por ello la calidad y calidez parlamentaria, es 
necesario realizar la reforma constitucional, ampliando la revocatoria de 
autoridades, a los parlamentarios en determinados casos justificados, para 
ello debemos analizar no solamente el marco constitucional, sino también el 
derecho constitucional comparado. 
En el marco de la investigación sistemática y científica, el estudio se ha 
esbozado en cuatro capítulos. 
Capítulo I, el problema de la investigación. Comprende la exposición de 







Capitulo II, el marco teórico. Contiene los antecedentes de la 
investigación, bases teóricas, marco conceptual e hipótesis. 
Capitulo III, metodología de investigación. Se precisan el diseño y tipo 
de investigación, población y muestra, método, técnicas, fuentes e 
instrumentos de investigación. 
Capitulo IV, Interpretación y análisis. Se presentan los resultados de 
interpretación de la normatividad nacional y tratados internacionales sobre 
derechos humanos, así como los procedimientos de revocatoria y reforma 
constitucional, finalmente el análisis del tamaño de muestra de la población 
aplicada en la poblaciones electorales de las ciudades de Puno y Juliaca de 
la región de Puno y como referencia de algunas autoridades de los Jurados 
Electorales Especiales de las ciudades mencionadas. 
En el criterio de la síntesis, se consignan las conclusiones y 
sugerencias. 
















CAPÍTULO I     
 
EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
 
En la Constitución Política del Perú, que fue ratificado por el pueblo 
peruano en referéndum, el 31 de octubre de 1993 y promulgada el 31 
de diciembre del mismo año, ha instituido una serie de innovaciones 
jurídicas, sobre todo en cuanto a la consulta popular de revocatoria de 
autoridades regionales y municipales que provienen de elección; sin 
embargo en el texto constitucional no está establecido la revocatoria de 
mandato de los congresistas ni menos del Presidente de la República, 
por ello en el presente trabajo de investigación, teniendo en cuenta la 
complejidad del tema solamente se abordara sobre revocatoria de 
mandato de los parlamentarios.  
 
En la realidad social existe la necesidad de implementar la revocatoria 
de los congresistas de la República como ejercicio del derecho de 
participación ciudadana, sin embargo, el problema es la inexistencia de 
la normatividad constitucional. Precisando el objeto de estudio, se tiene 






análisis de la necesidad de su inclusión en la norma constitucional, 
como un derecho de participación ciudadana, deber ser (externo), se 
ubica en la dimensión valorativa, considerando que un trabajo de 
investigación debe tener aporte de marco teórico que pueda plantear 
alternativas de solución al problema. 
 
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. Problema general 
¿Por qué no existe el ejercicio del derecho ciudadano a la 
revocatoria de los congresistas de la República del Perú, cuando 
existe necesidad social? 
 
1.2.2. Problemas específicos 
- ¿Cuáles serían las causales para promover la revocatoria de 
los congresistas de la República? 
- ¿Por qué es legítimo y constitucional el ejercicio del derecho 
del ciudadano a la revocatoria de los congresistas de la 
República? 
 
1.3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
El Poder Legislativo peruano se materializa en el Congreso de la 
República, el cual consta de cámara única, cuyo número de 
congresistas es de ciento treinta, elegidos por sufragio directo, por un 
periodo de cinco años, sin embargo en el derecho constitucional 






tal es así que la población peruana en su mayoría están en desacuerdo 
con la labor parlamentaria, y lo preocupante muchos de los 
congresistas están implicados en la corrupción, otros aprovechando 
esa representación libre a la Nación, en sus votos congresales apoyan 
deliberadamente a una minoría que son el grupo de poder económico, 
en desmedro de la gran mayoría del pueblo, respecto de la política 
laboral, medio ambiente, la política salarial, salud, educación, 
seguridad ciudadana y entre otros asuntos de interés del Estado, de 
manera que hay rechazo permanente a la labor parlamentaria por 
incumplimiento de promesas electorales, comportamiento que genera 
desconfianza del electorado peruano, situación que ha ocasionado en 
la opinión publica gestar la revocatoria de mandato parlamentario, 
prueba de ello a la fecha en el Congreso de la República hay varias 
propuestas de proyectos de leyes sobre revocatoria de mandato de 
congresista; por tal razón es necesario plantear como un aporte 
académico con argumentación jurídica teórica, respecto de prácticas 
de revocación de mandato parlamentario aplicadas en el derecho 
iberoamericano y universal; acogiendo dichas prácticas democráticas 
que datan desde tiempo muy antiguo, siendo vigente en esta época 
postmodernidad y tomando en cuenta nuestra realidad peruana, es 
necesario y urgente sistematizar, ampliar y diseñar la figura jurídica de 
revocatoria de mandato a los congresistas que así lo merezcan, para 
tal efecto debe plantearse la propuesta de reforma constitucional del 
artículo 90° y otros que resulten pertinentes su modificación, con lo que 






expresión autentica de la democracia en el Perú, con lo que el Estado 
puede cumplir con sus fines, acorde a la modernización de gestión 
estatal, por ende el desarrollo de la persona humana y el progreso de 
nuestra sociedad peruana, porque no olvidemos que la corrupción es 
uno de los flagelos que azota a la sociedad peruana, en todos los 
niveles de gobierno, en ese orden de ideas es ineludible fortalecer la 
democracia con reconocimiento real de los derechos de participación y 
además pueda ejercer el control ciudadano en los asuntos públicos del 
Estado Peruano, a fin de garantizar la transparencia y protección de 
interés nacional, con valores de honestidad y respeto entre ciudadanos, 




1.4.1.  Objetivo general 
- Analizar y conocer el derecho constitucional sobre el 
mandato no revocable de los congresistas de la República 
del Perú y la incidencia de la realidad social sobre el ejercicio 
del derecho de participación ciudadana a la revocatoria de 
los parlamentarios. 
 
1.4.2.  Objetivos específicos 
 
- Identificar las causales para promover la revocatoria de los 






- Identificar los fundamentos constitucionales para proponer el 
ejercicio del derecho del ciudadano a la revocatoria de los 





















EL MARCO TEÓRICO 
 
2.1.  ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
Del análisis exhaustivo realizado sobre el significado de la organización 
del Estado, forma de gobierno y la democracia, representación política, 
derechos de participación y control ciudadano se encontraron los 
siguientes estudios desarrollados: 
 
2.1.1. Antecedentes  Históricos  
Que, dentro del derecho político se estudia la teoría del Estado, 
cuyo término Estado, según Strobl (1966, p.94),  fue “empleado 
por primera vez por Maquiavelo en la literatura política italiana, 
quien sostenía lo siguiente: “Todos los Estados, todas las 
soberanías que han ejercido y que ejercen autoridad en los 
hombres han sido y son o repúblicas o principados” (Príncipe); 
es decir el pueblo se organiza en una entidad asociada por la 






o soberanía del pueblo y asentada en determinado territorio, a lo 
que la Ley lo hace una ficción jurídica que es el Estado, pero 
cuya organización social nace como formas políticas o pre – 
estatales como las polis o Ciudad - Estado en Grecia, así como 
en Roma; sobre el particular cabe precisar que si bien es cierto 
que en el mundo hubo diversas organizaciones sociales que 
dieron origen al Estado, pues donde se han consolidado y 
sistematizado la teoría del Estado y formas de gobierno, por 
ende se ha desarrollado la democracia que hasta hoy 
heredamos dichas teorías, varios países del urbe, y la República 
del Perú no se excluye de dicha influencia política y jurídica, 
como es por el Derecho Romano, es, en ese contexto teórico 
vamos a abordar los origines históricos de un pueblo 
indoeuropeo que dio aporte a la humanidad con las instituciones 
jurídicas, democráticas y demás temas del derecho público, sin 
dejar de lado las prácticas democráticas de Grecia y otras 
culturas humanas. 
 
La democracia es una expresión que se remonta su origen en 
Grecia, donde “La democracia griega solo resultaba 
comprensible en el ámbito de la polis (ciudad – Estado)” 
(AGUILERA, 2011, p. 158), evidentemente con la creación de 
Estado que es una organización jurídica de la sociedad, se hizo 
necesario la designación del representante, pero 






ciudadano tenía derecho en participar en las funciones políticas 
de toma de decisiones, y que como estas ciudades eran 
agrupaciones sociales en pequeña escala, la participación 
obviamente era directa en los asuntos públicos que fueron 
orientados a la búsqueda de bien vivir. Cabe recalcar que el Polis 
es el Estado ciudadano de la antigua Grecia, se desarrolló desde 
el siglo VIII antes de cristo como un Estado de comunidades 
políticamente autónomo con pretensiones de una autarquía 
económica y ejerciendo el culto a determinada divinidad de la 
ciudad, alcanzando su punto culminante entre los siglos V y IV 
antes de cristo.   
 
Asimismo, ha desarrollado la democracia ateniense, donde 
participaba el pueblo, mediante la Asamblea directo de toma de 
decisiones. De igual forma podemos encontrar en la republica 
romana, la virtud en campo político, se señalaba “Ciudadano es 
el que participa del gobernar y ser gobernado; en cada régimen 
es distinto, pero en el mejor es el que puede y elige obedecer y 
mandar con miras a una vida conforme a la virtud” (Aristóteles. 
Política I. 1275); entendida por Aristóteles, la virtud política como 
conquista de la vida buena y justa, de lo que podemos sostener 
que ha cambiado el significado politie - democratie en el siglo 
XIII y que en la democracia moderna llegamos a una 
degeneración; fenómeno que ya se presentaba en aquella 






“Monarquía es aquel Estado en que el poder dirigido al común 
interés no corresponde más que a uno; aristocracia, aquel en 
que se confía a más de uno; y democracia, aquel en que la 
multitud gobierna para la utilidad pública. Estas tres formas 
pueden degenerar así: El reino, en tiranía; la aristocracia, en 
oligarquía; la democracia, en demagogia”. Por tanto, desde 
entonces aparece la oclocracia como forma de descomposición 
de la democracia como gobierno de la plebe, cuya manifestación 
se materializa en movimientos sociales sobre la situación política 
y suele conducir a excesos y a la reacción violenta que culmina 
en la dictadura, a través de la revolución o la guerra civil; 
expresión histórica que podemos encontrar en la antigua Atenas; 
el de la Florencia medioeval, que incapacitaba a los nobles para 
los cargos de la república, monopolizados por los gremios de la 
época; la etapa jacobina de la revolución francesa y la Comuna 
de Paris; cabe agregar, modernamente, la denominada 
Revolución cultural de la China roja, cortada con relativa rapidez, 
por cuanto los regímenes colectivistas contemporáneos gustan 
del liderazgo y de la supremacía del partico único, pero no de la 
activa gobernación directa por los súbditos.   
 
En conclusión, la agrupación de ciudades ha conllevado la 
consolidación y nacimiento de Estado antiguo con 
características propias de esa época, consecuentemente se 






por otro, los gobernados, estratos sociales que se han convertido 
en posiciones contrapuestas, ya sean por comportamientos 
abusivos de los gobernantes o tentación de adueñarse del Poder 
o perpetuarse en el mismo, frente a esta realidad surge la 
corriente de ostracismo que consiste en destierro político que los 
atenienses imponían a los personajes muy influyentes, que es 
una figura de rechazo a las clases dominantes en el trato social, 
incluso puede producirse la exclusión forzosa de cargos 
públicos; y por otro lado la práctica en la democracia directa de 
Grecia como antecedente de la revocatoria del mandato; al 
respecto VERDUGO SILVA (2007, p. 16), se remite a John 
Randolph Haynes manifiesta que la revocatoria “se deriva 
históricamente de fuentes griegas y latinas” (Citado por Joshua Spivak 
What Is the History of Recall Elections? Internet. 
http://hnn.us/articles/1660.html.Traduccion hecha por VERDUGO SILVA). Su 
procedimiento consistía en que, en cada periodo la Asamblea 
practicaba el proceso de ostracismo, decidiendo por medio de 
votación, para ello había una serie de reglas y sanciones de 
dicha práctica de ostracismo como participación política del 
pueblo.  
 
2.1.2.  Antecedentes Sociológicos 
Debemos partir de una idea, que la persona es un ser social, en 
tal sentido y respecto al tema materia de análisis cabe remitirse 






relaciones entre la cultura y el orden social, por ende explicar la 
sociología política, que es una rama y una de las hipótesis de las 
ciencias políticas, en donde se investiga las manifestaciones 
sociales y las relaciones de los efectos del orden político, así 
como de los procesos de desarrollo político. 
 
Estando señalado las consideraciones históricas sobre 
democracia y prácticas de cuestionamiento al o a los 
gobernantes, sean en Grecia y Atenas, por ejemplo en Grecia, 
en el año 73 antes de cristo, ocurrió la rebelión de esclavos 
encabezada por Espartaco; así como en la época de Edad 
Media, desde el oscurantismo, atravesando por el Renacimiento, 
hasta las monarquías, que un sector minoritario gobernaba a la 
gran mayoría, sin  que exista una configuración de un sistema 
democrático que se concibe hoy en día; llegando así a la Edad 
Moderna, con presencia de las Revoluciones Americana y 
Francesa, se instaura una nueva forma de organización político 
– social burguesa, y luego la época de posmodernidad, donde 
se presentan los fenómenos de lucha de clases, pasando a 
pugna de intereses económicos, culturales y tecnológicos, no 
solo se discute el poder Estatal, sino con presencia de 
hegemonía mundial luego de primera y segunda guerra mundial 
con tratos muy hostiles a la población, contenidas en los planes 
de política neoliberal, en esa coyuntura social, en cada Estado 






reclamos sociales muy marcadas entre sus gobernantes y los 
gobernados. 
 
Podemos concluir que en el contexto señalado, la causa de la 
revocatoria de mandato de autoridades elegidas, radica en los 
fenómenos sociales de descontento (inconformidad), 
insatisfacción de la población, incluso hasta la cólera de sus 
gobernantes ante los actos irregulares y la corrupción que se 
evidencia en los actos de administración pública, pues el pueblo 
expresa dichos sentimientos de rechazo a su gobernante elegido 
que resulta en el poder con carácter de caudillo, por eso, cuyo 
rechazo se manifiesta ya sea de manera pacífica o violenta, a 
través de opinión publica (radio, televisión, prensa escrita y 
otros) e incluso decretándose huelgas o paralizaciones desde 
leves hasta contundentes, afectando el sistema de producción y 
turismo con dichas protestas sociales.   
 
2.1.3. Antecedentes Políticos e Ideológicos  
Dentro de la teoría del derecho constitucional, la revocación de 
mandato de autoridades, es una figura democrática 
constitucional, en tal sentido debemos tener presente que la 
política es estudiada por Ciencia Política, al respecto MIRO 
(2015, p. 55) sostiene que la ciencia política “es una ciencia 
social que estudia (…) el ejercicio, la distribución y organización 






Estado arcaico de la época roma y griega hasta el Estado 
contemporáneo moderno, cuyo poder ha atravesado matices 
distintas, esto es desde un gobierno autocrático hasta un tipo de 
gobierno democrático o constitucional; este último también ha 
experimentado dos grandes variedades de gobierno, uno con 
origen de democracia directa y otro de democracia 
representativa, el primero practicado en los pueblos de Atenas y 
en los regímenes romanos, pero con el crecimiento de la 
población era difícil plenamente la democracia directa, por lo que 
se ha dado paso a la democracia representativa, escenario en 
que se desarrolló dos formas de gobierno: Presidencialista y 
Parlamentario; históricamente, esta última forma de gobierno, 
según VALADES (2009, p. 4) “Se formó durante la edad media”, 
precisando desde fines del siglo XII y principios del siglo XIII se 
ha fortalecido el sistema parlamentario, tanto en Inglaterra y 
Francia, en ese contexto encontramos en la doctrina europea, 
versiones que cuestionan la representación parlamentaria, como 
el autor inglés DICEY (1926) citado por WIELAND CONROY 
(2011, p. 30) “Consideraba que la fe en el gobierno 
parlamentario había sufrido un desgaste extraordinario (…) un 
gobierno dominado por partidos inevitablemente propicia la 
proliferación del partidismo y produce una maquinaria que puede 
generar corrupción política”, situación que evidentemente ha 
generado descontento de la voluntad popular, por lo que la 






es decir entendemos que debe haber el control por parte del 
pueblo, conforme podemos hallar la idea en el jurista británico 
BRYCE (1921) citado por WIELAND (2011, p. 31) que ha 
enfatizado que “En una democracia representativa, debería 
haber algún contrapeso al poder legislativo”; es así que en 
Cantones de Suiza se implementó “La revocación del 
mandatario” (PIZARRO. 1997, p. 120), posteriormente se aplicó 
en los Ángeles de Estados Unidos, lográndose la aplicación de 
diversos mecanismo de democracia participativa, por ello la 
implementación de revocatoria de mandato en otros países del 
mundo; pero en el Perú, en su época republicana, en doce (12) 
Constituciones (desde la Constitución de 1823 hasta 1993) no 
ha contemplado a nivel de derecho constitucional, ni tampoco se 
tiene a nivel de ley, la revocatoria del mandato parlamentario, y 
por primera vez se instituye la revocatoria de mandato de 
autoridades edilicias y regionales en la constitución de 1993, 
pero el mandato parlamentario no está preceptuado en la 
Constitución actual Peruano, pese a que el derecho fundamental 
de participación ciudadana en asuntos públicos y control 
ciudadano de autoridades establecidas en el artículo 2° inciso 
17), asa como lo previsto en el artículo 31° de la Constitución y 
pese a que no hay una norma legal prohibitiva, simplemente no 
se tiene regulado la revocatoria de mandato parlamentario y no 
olvidemos que la constitución tiene el contenido axiológico, 






conservadora de la política económica liberal, no lo considera 
necesario oportuno considerar la revocatoria de mandato 
parlamentario. 
 
Por otro lado, según el Diccionario (Aula siglo XXI) Enciclopédico 
Universal (2016), la ideología es el conjunto de ideas 
fundamentales que caracteriza el pensamiento de una persona, 
colectividad; mientras que en el Diccionario Enciclopédico de 
Derecho Usual de Cabanellas (2008), señala que la ideología es 
la “Rama filosófica que estudia el origen, clasificación y proceso 
de las ideas, o pensamiento de una persona o agrupación en 
materia religiosa, política, social o de otra especie”. Estando a 
las referencias de citas mencionadas y teniendo en cuenta la 
teoría de la base económica o infraestructura productiva es la 
que determina a la superestructura o pensamientos, teoría 
sostenida por pensadores socialistas (marxismo – leninismo) y 
en ese contexto teórico y realidad filosófica de la revocatoria, en 
una sociedad del Estado socialista y comunista, se consideraba 
necesario la revocatoria de mandato de autoridades, sin 
desmerecer la revocatoria de mandato implementado y aplicado 
en algunos Estados Federales de Estados Unidos de 
Norteamérica, pues cuyo origen es el control ciudadano a sus 
representantes, obviamente el mecanismo de democracia 
directa como la revocatoria de mandato de autoridades, 






se tiene el pensamiento que el pueblo es la máxima autoridad, 
quien pone las máximas autoridades, también puede dejar sin 
efecto lo designado cuando así lo considere su forma de pensar 
colectivo, todo ello podemos percibir en la experiencia vivida en 
el país con la revocatoria de autoridades de Municipales y 
Regionales, cuando la Ley N° 26300 establece que la iniciativa 
de consulta sobre revocatoria de autoridades, solamente exige 
dos requisitos: a) Escrito motivado y fundamentado, sin 
necesidad de ofrecer los medios probatorios; y b) Adjuntar la 
lista de adherentes del electorado, con un porcentaje fijado por 
la Ley, pues en el fondo es una decisión política con una 
ideología de que el pueblo es el verdadero soberano, que cuyo 
mecanismo de democracia directa como la revocatoria de 
mandato de representantes elegidas en algún momento se 
aplicara con bastante entusiasmo, como también habiendo otros 
mecanismos de participación ciudadana que garantice su 
ejercicio pleno, no será necesario aplicar la revocatoria de 
mandato, así como cuando las autoridades trabajen con 
transparencia, honestidad, idoneidad y con gestión pública con 
calidad en los servicios públicos, no será necesario aplicar el 
instrumento democrático de revocatoria de mandato. 
    
2.1.4. ANTECEDENTES ECONÓMICOS 
Las formas de gobierno no son homogéneos en todos los países 






solo ocurre por parte de los gobernantes a sus súbditos o 
gobernados, desde la monarquía hasta la república, sino 
también los Estados industrializados y de economía 
desarrollada, impone ciertas reglas de consumismo hacia los 
pueblos en vías de desarrollo, incluso las estrategias negativas 
a los Estados Emergentes de desarrollo económico; en diversas 
naciones del mundo, en sus diferentes épocas se ha presentado 
las desigualdades en su variadas manifestaciones, pese a que 
estamos a la fecha en un momento de post modernidad, cada 
vez más se abre la brecha de desigualdades, empero en los 
últimos siglos la política económica se ha precisado su objeto, 
como ciencia económica que estudia las formas y efectos de la 
intervención del Estado en la vida económica con el objeto de 
conseguir determinados fines, sobre todo el bienestar común; en 
ese contexto se ha formado dos bloques económicos, el primero 
es el bloque de países de economía de mercado y en segundo 
lugar la economía colectiva o planificada, pero con el crecimiento 
económico permanente, se genera el poder económico, sobre el 
particular el autor José Saramagó (citado por Ignacio Ramonet, 
2015 Le Monde en español diplomatique) señala: “Regida por 
las empresas multinacionales de acuerdo con estrategias de 
dominio que nada tienen que ver con aquel bien común al que, 







En tal sentido, Ignacio Ramonet (2015 – Democratizar la 
democracia. Le Monde en español diplomatique)  realizando el 
comentario acerca de la democracia puntualiza que “nunca ha 
habido tanta desafección y tan desconfianza con respecto a la 
democracia representativa. Y, cita diez forma de desafección: 
1. Demasiadas desigualdades (ricos cada vez más ricos, 
pobres más pobres). 
2. Crisis del Estado y de lo público, atacados por las teorías 
neoliberales adictas al Estado mínimo. 
3. Carencia de una sólida cultura democrática. 
4. Nefasto efecto de los casos de corrupción de políticos (tan 
frecuentes en España). 
5. Dificultades en la relación entre los partidos y el resto de la 
sociedad civil. 
6. Subordinación de la actividad política a los poderes facticos 
(mediáticos, económicos, financieros). 
7. Sumisión de los Gobiernos a las decisiones de organización 
supranacionales (y no democráticas) como el Banco Central 
Europeo (BCE), el G-20, el Fondo Monetario Internacional 
(FMI), el Banco Mundial, la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), la 
Organización Mundial del Comercio (OMC), etc. 







9. Discriminaciones o exclusiones hacia categorías sociales o 
de género (inmigrantes, homosexuales, sin papeles, 
mujeres, gitanos, musulmanes, etc.). 
10.  Dominación ideológica de grupos mediáticos que asumen el 
papel de oposición, y defienden sus intereses y no los de los 
ciudadanos”. 
 
Teniendo en cuenta lo señalado, tanto en américa latina y sobre 
todo en nuestro país, cada vez más se polariza la confrontación 
de los intereses de gobernantes y con los del pueblo. 
 
Asimismo, en ese contexto el autor Ignacio Ramonet agrega que 
“en el marco de la globalización neoliberal, el Estado pierde 
capacidad reguladora sobre un mercado que, a su vez, deja de 
ser nacional. Las empresas transnacionales y los mercados 
financieros dejan de necesitar al Estado como soporte”; como se 
desprende los Estados, como el Estado Peruano se encuentra 
muy debilitado su soberanía, no solamente política y 
tecnológicamente, sino sobre todo no se tiene la plena soberanía 
económica, de manera que las reglas de la democracia se halla 
moldeada a los intereses ajenos supranacionales o en algunos 
casos sometido a los grupos de interés económico nacional que 
son grupos muy reducidos, quienes fomentan no solo la 
corrupción, sino desorden y la inseguridad, consecuentemente 






genera descontento en la población para finalmente a travesar 
la crisis de la democracia, por lo que el sector mayoritario al no 
tener credibilidad en sus representantes en el gobierno, unos 
quedan desentendidos en la política y otros claman la 
participación activa en los asuntos públicos del Estado , de igual 
forma cuestionan a sus gobernantes, incluso con pretensiones 
de remover del cargo a que se le ha confiado, en ese contexto 
político, social y económico se crean el uso de mecanismo de 
consulta popular como son: Iniciativa legislativa, referéndum 
revocatorio de autoridades y otros, no solamente en los Estados 
con tendencia de economía planificada, sino también en los 
Estados de libre mercado.                
     
2.1.5. Antecedentes Jurídicos 
Estando a lo descrito en los antecedentes históricos, la 
democracia se remonta a la época republicana romana y griega, 
donde también se practicaba la democracia directa con sus 
propias características, pero con el trascurrir de los años se ha 
fortalecido la democracia representativa, pero como toda 
práctica social tiene su apogeo, este tipo de democracia ha 
llegado a la crisis, dando lugar a la consolidación de las 
instituciones de democracia directa, como son las consultas 
populares e iniciativas populares, ya sea en materia legislativa, 
así como el referéndum revocatoria de mandato de autoridades 







Estando el planteamiento del problema, vamos abordar, sobre la 
revocatoria del mandato de autoridades de elección popular, 
situación que en el mundo, viene afianzando las teorías de 
revocatoria de autoridades electas, pero aún sigue latente la 
discusión sobre sus bondades y riesgos. 
 
Es menester remontar los primeros fuentes de la palabra 
revocar, que tiene su origen en latín “REVOCARE, y refiere al 
acto unilateral que surge de un voluntad que se rectifica” 
precisado por SOTO VALLENAS (2012, p.75); y, el termino 
revocación viene del latín: “REVOCATIO que significa nuevo 
llamamiento” según el Diccionario de Cabanellas (2008, Tomo 7: 
R-S, p. 225); pues como se desprende, en la época republicana, 
roma se ha fortalecido las facultades de asambleas populares 
como es “El derecho de apelar al pueblo (Ius provocationis) 
contra cualquier decisión de un magistrado concerniente a la 
vida o al estatuto jurídico”, puntualizado por FONSECA TAPIA 
(2011, p. 21) y demás literaturas del derecho romano “Se sabe 
que en las asambleas romanas se podía revocar a las 
autoridades” enfatizado por MIRO QUESADA RADA (2013, p. 








Por otro lado, PIZARRO PERES (1997, p. 120) y MIRO (2013, 
p. 418), de manera coincidente  sintetizan  que en la democracia 
cívica Suiza y durante la edad media, se aplicó “la revocatoria 
del mandato parlamentario”, también referida por FERRERO 
(2000, p. 501); asimismo se ha introducido las otras instituciones 
democráticas como son el referéndum y la iniciativa popular, que 
son aportes significativos al derecho constitucional; incluso en la 
República Federal Parlamentaria o la Confederación Suiza, en 
los cantones de Berna y Lucerna aun continua aplicándose la 
revocatoria como la figura democrática y jurídico. 
 
Asimismo, conforme señala BARKER (2005, p. 2) “Al 
independizarse de la corona británica en 1776, los trece 
colonias” se han convertido en los trece Estados Unidos, luego 
se han creado nuevos Estados, por lo que hoy es un Estado 
Federal y su forma de gobierno  es presidencialista, pues en el 
derecho político y constitucional norteamericano se ha instituido 
la revocación de mandato de autoridad elegida o no, 
denominado en ingles RECALL norteamericano, es así que de 
los 50 Estados, en varios Estados norteamericanos se usó el 
“RECALL” sobre todo en las ciudades donde gobernaron los 
“Comisionados o Administradores Concejales”, incluso al 
mandato parlamentario se aplicó dicho mecanismo, conforme 
enfatiza MIRO (2013, p. 418 419) en los Ángeles (ubicado en el 






Unidos que los adopto en 1903; y en Estado Federal de Oregón 
lo incorporo por primera vez en 1908, a este nivel, la revocación 
de autoridades ha sido adoptado por 14 Estados, aplicándose 
en Alaska desde el año de 1921, o sea en el siglo XX por primera 
vez en Estados Unidos se legisló y se aplicó el recall.  
 
Al margen de lo esbozado en líneas precedentes, encontramos 
la sistematización de la democracia directa, como es la 
revocatoria de mandato de autoridades elegidas a nivel nacional, 
es, en las constituciones de los países siguientes: 
 
1. Revocatoria de autoridades locales y regionales 
Revocatoria de autoridades locales y regionales 
- Ubicamos en la Constitución de 1991 de Colombia.- 
Art. 103°, consecuentemente tiene desarrollado en la Ley 
N° 134 de 1994, normas sobre mecanismos de 
participación ciudadana.  
- Por vez primera se instituyo en la Constitución de 1993 
de Perú, conforme lo establece en el artículo 191° en su 
cuarto párrafo “Mandato de Gobernadores Regionales, 
Vicegobernador y los miembros del Consejo Regional, 
cuyos cargos son revocables”. 
 
El artículo 194° Tercer Párrafo, establece que “Los cargos de 






Todo ello en armonía al derecho fundamental de la 
ciudadanía peruana, a participar en la vida política de la 
Nación o el derecho de participar en los asuntos públicos del 
Estado, conforme se tiene el antecedente constitucional 
preceptuado en el artículo 2° inciso 16) y el artículo 64° de la 
constitución de 1979, pero en la contemporaneidad nacional 
y en el contexto mundial, viene desafíos para el Estado 
constitucional y democrático, es en esa coyuntura social y 
económica, en la Constitución de 1993 en su artículo 2° 
inciso 17) se instituye el derecho que tiene todo peruano a 
participar en la vida política de la Nación, y por ende remover 
o revocar sus autoridades elegidos, así como la iniciativa 
legislativa y referéndum.  
 
Asimismo, en el capítulo II de la Constitución Peruana de 
1993, en el artículo 31° se establece que los ciudadanos 
peruanos tienen derecho a participar en los asuntos públicos 
mediante referéndum, iniciativa legislativa, remoción  o 
revocación de autoridades y demanda de rendición de 
cuentas, así como la iniciativa de reforma constitucional, este 
último por ejemplo, cuando un número equivalente al 0.3 % 
de la población electoral, pueden solicitar ante la autoridad 
electoral, cumpliendo los requisitos y procedimiento 
establecido en la Ley de materia electoral, conforme lo 






revocatoria solo alcanza a  las autoridades municipales y 
regionales de elección popular, así como los Jueces de Paz; 
como se advierte en la normativa constitucional, para las 
autoridades nacionales de elección popular: el Presidente de 
la Republica, Vicepresidentes y los miembros del Congreso 
de la Republica, dichos procedimientos de mecanismo de 
democracia directa y participativa, y el ejercicio de derechos 
de control de los ciudadanos peruanos, como es la 
revocatoria de mandato de las autoridades nacionales, no se 
tiene previsto; es, en ese marco jurídico nacional, solo se 
aplica a las autoridades del Gobierno Regional y Municipal, 
así como los Jueces de Paz, que provienen de la elección de 
dichas autoridades, de acuerdo a su circunscripción electoral 
pueden activar el procedimiento de revocatoria de mandato, 
conforme los alcances legales prevista en el capítulo III, 
artículo 20° y siguientes de la Ley N° 26300 – Ley de los 
Derechos de Participación y Control Ciudadano, modificado 
por leyes N° 29319 y 30315, ambos publicado en el Diario 
Oficial en El Peruano el 07 de enero de 2009 y 07 de abril del 
2015, respectivamente, concordante con el artículo 10° de la 
Ley de Elecciones Regionales – Ley N° 27683 publicado en 
El Peruano en fecha 15 de marzo de 2002, así como el 
artículo 122° de la Ley Orgánica de Municipalidades – Ley 







1.1.1. Consideramos que es oportuno también agregar que en el 
ámbito de Latinoamérica, además se han acogido y aplicado 
el instrumento democrático de revocatoria de mandato de 
representantes o autoridades locales, en algunas provincias 
de Argentina. Bolivia, Ecuador y Venezuela, que en unos, se 
aplica con mucha frecuencia y en otros países hay incluso la 
ausencia de solicitud de revocatoria del mandato. 
 
2. Revocatoria de autoridades a nivel del Mundo: 
2.1. Revocatoria de mandato parlamentario.- Pese a que 
se ha referido a Suiza y Estados Unidos, encontramos 
sistematizado en otros países del Mundo, a saber: 
- En las Constituciones de la Unión de Repúblicas 
Socialistas Soviéticas.- Que, el primer régimen 
socialista de la historia universal, fue la Unión de 
Repúblicas Socialistas Soviéticas - URSS, siendo su 
primer Constitución de 1918, posteriormente las 
Constituciones de 1924, 1936 y 1977 que han regido los 
destinos de dicho país. Pero con la disolución de URSS, 
ocurrido en 1991, en el año de 1993 se dio la Carta Magna 
de la República Federal de Rusia, siendo a la fecha con 
forma de gobierno presidencialista; pues de las cuatro 
constituciones que ha regido durante más de setenta 
décadas, podemos encontrar la figura de revocatoria de 






en su artículo 142°, establece: “Todo diputado está 
obligado a rendir cuenta a los electores de su labor y de 
la del Soviet de diputados de los trabajadores, y puede 
ser revocado en todo momento, por decisión de la 
mayoría de los electores, de acuerdo con el 
procedimiento previsto por la Ley”.  Similar contenido se 
tiene en la Constitución del año de 1977 reformada al año 
de 1991, en su artículo 107° “El diputado tiene el deber 
de rendir cuenta de su gestión y de la labor del Congreso 
de Diputados Populares, del Soviet Supremo o del soviet 
de Diputados Populares local ante los electores, 
colectividades y organizaciones sociales que lo han 
elegido. El diputado que no justificara la confianza de los 
electores o de la organización social podrá ser revocado, 
en cualquier momento, por decisión de la mayoría de 
éstos que lo haya elegido, según el procedimiento 
establecido por la Ley”. Al respecto, Pizarro Pérez (1997, 
p. 123), citando a Bezúglov (1976, p. 196), precisa que 
“En 1973 fueron revocados 18 diputados  de los soviet 
locales; en 1988 fue revocado un diputado del soviet 
supremo” de una de las repúblicas, al respecto cabe 
puntualizar que el soviet es equivalente al Congreso de la 







- En la Constitución de la República Popular China de 
1982, en el artículo 77° establece: “Los diputados a la 
Asamblea Popular Nacional están bajo la supervisión de 
las entidades que los eligieron. Estas entidades tienen 
derecho, de acuerdo con el procedimiento prescrito por la 
ley, a retirar a los diputados que eligieron”; cabe destacar 
que desde la constitución de 1954, cuyo sistema político 
y estructura del Estado Chino se implantó el socialismo, 
basado en autocritica y filosofía avanzada que da la 
democracia socialista, como producto de la revolución 
cultural inspirada en la constitución de nueva sociedad, 
donde al inicio la separación de poderes fue confuso y la 
Asamblea Popular Nacional es el órgano supremo del 
Estado, donde los diputados son elegidos por voto 
indirecto de provincias, regiones y las municipalidades, 
por ello en la constitución materia de comentario se 
menciona que la revocatoria procede conforme al 
procedimiento de elecciones, igual forma los diputados de 
las Asambleas Populares Locales, son revocables, o sea 
la revocatoria del mandato en China y conforme lo 
destaca Pizarro Pérez (1997, p. 130, citando a BAI 
SHOUYI y otros: “Breve Historia de China”, República 
Popular de China, 1984) germina por la contribución que 
al respecto hizo su líder Mao Tse Tung, cuando sustento 






de las masas”, pues en la constitución materia  de 
comentario, en su artículo 3° entre otros indica que los 
representantes ante la Asamblea Popular Nacional y 
Locales de los diversos niveles son elegidas en forma 
democrática, “RESPONDEN ANTE EL PUEBLO y se 
SOMETEN A SU SUPERVISION”, realmente el ejercicio 
de participación ciudadana está en plena vigencia, es una 
forma de respetar la soberanía del pueblo, pero también 
la conciencia ciudadana debe estar preparado para 
dichas participaciones. 
 
- Al margen de lo manifestado según VAN DER HULST 
(2000, p. 19 a 20) sobre el estudio comparativo mundial 
del Mandato Parlamentario, se aplica la revocación antes 
de expirar el mandato parlamentario en las Repúblicas de 
Etiopia, Gabón y Zambia de África, de igual forma en 
Filipinas, República Democrática Popular Laos de 
Oceanía, similar practica se realiza en cuanto a la 
revocación del mandato parlamentario por los electores, 
al margen de Cuba, se practicaron también en la 
Republica de las Seychelles, respaldado por tercera 
parte de los electores de la circunscripción electoral se 
realiza la revocatoria y NUEVAS ELECCIONES, similar 






Democrática Popular Laos, por haber perdido la 
confianza de sus electores.  
 
Por otro lado, en Indonesia se realiza la revocación por el 
Partido, todo parlamentario puede ser revocado EN 
CUALQUIER MOMENTO, esto por haber violado la 
disciplina y los principios políticos; asimismo se agrega 
que hay disposiciones análogas en Cabo Verde, Fiji, 
Jamaica, Malavi, Namibia, Trinidad y Tabago, Zambia, 
Costa de Marfil y otros, incluso habría casos con 
particularidad en Sri Lanka, India y Tailandia.    
 
Finalmente, es oportuno remitirse a lo descrito por 
Verdugo Silva (2007, p. 24) cuando señala: “La 
Constitución Alemana de Weimar promulgado el 11 de 
agosto de 1919 es paradigmática en la inclusión de 
mecanismos de democracia directa, entre ellos el de 
revocatoria del mandato”, asimismo continua 
mencionando que en el Estado de British Columbia de 
Canadá en 1995, reconoce este mecanismo de 
democracia directa, denominado recall, por iniciativa del 
entonces Procurador General, cabe precisar que Verdugo 








3. Revocatoria del mandato en América Latina.- 
Encontramos en: 
3.1. En la Constitución de la República de Cuba de 1976 con 
reformas aprobadas en el año de 1992, establece en su 
artículo 85°: “A Los diputados a la Asamblea Nacional del 
Poder Popular, les puede ser revocado su mandato en 
cualquier momento, en la forma, por las causas y según los 
procedimientos establecidos en la ley”, pero como Cuba es 
un país sui generis, cuya forma de gobierno es República 
Socialista de Partido Único y de economía socialista 
planificada, cuya política es desarrollar la educación y velar 
por la salud de los cubanos, para garantizar el derecho al 
trabajo y bienestar de la familia, pues en ese contexto y a 
pesar de embargos económicos, han sobresalido, por ello 
no hay necesidad de aplicar tanto la revocatoria a pesar de 
que está considerado en su constitución, en tal sentido no 
se tiene reportes de revocatoria de mandato aplicado en su 
catorce provincias ni a nivel nacional.   
 
3.2. La Constitución de 1999  de la República de Venezuela, 
en su artículo 72° establece lo siguiente: “Todos los cargos 
y magistraturas de elección popular son revocables (…)”, es 
decir en este país es viable la aplicación de revocatoria de 
mandato a todas las autoridades elegidas, como son las 






incluso el Presidente de la República, es revocable; es el 
caso que en el año de 2004 el Presidente de la República de 
Venezuela entonces a cargo de Hugo Chávez, se ha 
sometido al referéndum presidencial, en cuya consulta 
popular fue ratificado en su cargo en las elecciones del 15 
de agosto del año referido, pese a que, actualmente hay 
fuerte tensión política entre el grupo del partido político de 
derecha y de la clase mayoría, aún no se ha solicitado 
formalmente la revocatoria del mandato del actual 
Presidente de la República, pero de presentarse dicha 
solicitud, tal vez no prosperaría, porque hay una fuerte 
intervención y con rigurosidad por parte de la autoridad 
electoral y la Asamblea Nacional Venezolana, respaldada 
por los electores en los últimos comicios electorales 
regionales y municipales llevados a cabo a fines del año 
2017, incluso se ha decretado el adelanto de la elección 
Presidencial para abril de 2018. 
 
3.3. La Constitución de la República de Ecuador de 2008, en 
el artículo 105° establece que: “Las personas en goce de los 
derechos políticos podrán revocar el mandato a las 
autoridades de elección popular”, aquí se invoca el derecho 
político del ciudadano ecuatoriano, que tiene el derecho a 






representantes, como los Alcaldes, Prefectos, así como 
Diputados, etc.       
 
3.4. Por su parte, la Constitución Política de Estado 
Plurinacional de Bolivia, en su artículo 157° indica que: el 
mandato de asambleísta se pierde por: Fallecimiento, 
renuncia, revocatoria de mandato, sentencia condenatoria 
ejecutoriada penal y abandono de función por el plazo que 
establece la propia Constitución; asimismo el artículo 170° 
lo prescribe que “La Presidenta o el Presidente del Estado 
cesará en su mandato por: Muerte, renuncia presentada 
ante la asamblea legislativa Plurinacional, ausencia o 
impedimento definitivo, por sentencia condenatoria 
ejecutoriada penal y revocatoria de mandato”, como se 
desprende en la Constitución Boliviana, no solamente se 
contempla la figura de revocatoria del Diputado o Senador, 
sino también se regula la revocatoria del mandato del 
Presidente de la República; es decir a todas las autoridades 
elegidas, como son autoridad nacional, departamental, 
regional o municipal, solamente no procede la revocatoria de 
autoridades de instancia jurisdiccional.    
 
3.5. En el caso del Perú, nos remitimos a lo comentado 







4. Pérdida de la Investidura del Parlamentario 
- La Constitución Política de la República Federativa de 
Brasil de 1988, Art. 55° señala que: “Perderá el mandato 
el Diputado o Senador: I) Que infringiera cualquiera de las 
prohibiciones establecidas en el artículo 54°; II) Por 
proceder en forma incompatible con el decoro 
parlamentario; III) Que dejase de comparecer, en cada 
sesión legislativa, a la tercera parte de las sesiones 
ordinarias de la Cámara a la que perteneciese, salvo 
licencia o misión autorizada por ésta; IV) Que perdiese o 
tuviese suspendidos los derechos políticos; V) Cuando lo 
decretare la Justicia Electoral, en los casos previstos en 
esta Constitución; VI) Que sufriese condena penal por 
sentencia firme”; como se tiene señalado, en la Carta 
Magna de Brasil de 1988, no se tiene alcances de 
revocatoria de mandato de los Diputados y Senadores, 
como causal de pérdida del mandato.  
 
- La Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica 
de 1787, en su artículo uno, Quinta Sección, numeral 2, 
establece: “Cada Cámara puede elaborar su reglamento 
interior, castigar a sus miembros cuando se conduzcan 
indebidamente y expulsarlos de su seno con el 
asentimiento de las dos terceras partes”; empero no se 






popular, sino se le da libertad a cada Estado para que 
pueda reglamentar la sanción a los miembros de cada 
Cámara. 
 
- En el caso de la República Peruana, la Constitución de 
1920, en el artículo 81° regula las causales de vacancia 
de los cargos de Senador y Diputados, similar contenido 
se tiene en el artículo 103° de la Constitución de 1933 
cuando lo prescribe: “Vaca de hecho el mandato 
legislativo por admitir cualquier empleo, cargo o beneficio 
cuyo nombramiento o cuya presentación o propuesta 
corresponda al Poder Ejecutivo”; sin embargo en la actual 
Constitución no contempla de manera expresa dicha 
figura, pero lo encontramos en el artículo 15° del 
Reglamento del Congreso de la República, señala: “El 
cargo de Congresista es irrenunciable. Solo vaca por 
muerte, inhabilitación física o mental permanente que 
impida ejercer la función y por inhabilitación superior al 
periodo parlamentario o destitución en aplicación de lo 
que establece el artículo 100° de la Constitución Política”; 
en concreto a la fecha y en toda su época republicana no 
tiene contemplado la revocatoria del mandato de los 








5. Disolución del Congreso  
- En la Constitución Política del Perú de 1993, en su artículo 
134° establece que: “El Presidente de la República está 
facultado, para disolver el Congreso si éste ha censurado o 
negado su confianza a dos Consejos de Ministros”, lo que se 
conoce como una forma de gobierno Presidencialista, de 
igual manera encontramos dentro del derecho constitucional 
comparado, el artículo 141° de la Constitución de la 
República de Uruguay de 1934.  
- Por su parte la Constitución de 1945 de Japón, en el Capítulo 
IV de la Dieta, en su artículo 45° establece: “El término de 
mandato de los miembros de la Cámara de Representantes 
será de 4 años. No obstante el término, se dará por concluido 
antes de su periodo normal cuando se declare disuelta la 
Cámara de Representantes”, y en el artículo 54° segundo 
párrafo del texto constitucional referido señala: “Mientras la 
Cámara de Representantes esté disuelta, no sesionará la 
Cámara de Consejeros, No obstante, el Gabinete puede en 
caso de emergencia nacional, convocar a la Cámara de 
Representantes a sesión de emergencia”; es decir mientras 
se convoque a una elección general de los miembros de la 
Cámara de Representantes que se ha disuelto, puede 
sesionar de emergencia nacional, por convocatoria de 







- Es oportuno señalar que la Constitución de Alemania – Ley 
fundamental para la República Federal Alemana de 1949, en 
el Capítulo III de la Dieta Federal, artículo 39° numeral 1) 
prescribe lo siguiente: “El Bundestag es elegido por cuatro 
años, salvo lo regulado en las disposiciones siguientes. Su 
legislatura termina con la constitución de un nuevo 
Bundestag. Las nuevas elecciones tendrán lugar nunca 
antes de cuarenta y seis meses y a más tardar cuarenta y 
ocho meses después del comienzo de la legislatura. En caso 
de disolución del Bundestag, las nuevas elecciones tendrán 
lugar dentro de los sesenta días siguientes”, pues, en 
Alemania también se admite la disolución de su Parlamento, 
mas no está contemplada la figura de revocatoria del 
mandato de los diputados de la Dieta Federal Alemana. 
 
2.2. BASES TEÓRICAS 
 2.2.1.  Fundamentos Teóricos de la Democracia como 
Organización  Política. 
Aristóteles, el filósofo Griego (384 – 322 a. de J.C.) en su obra 
la “Política” ha definido al hombre como un “animal político”, es 
decir, como un ser que interactúa en sociedad respecto al 
gobierno de esta; en tal sentido el  autor Peruano GUZMAN 
NAPURI, Christian (2015). La Constitución Política: Un Análisis 
Funcional. Lima: Gaceta Jurídica, respecto del sustento de la 






sustento de la democracia. Sustento porque mediante el mismo 
se justifica el hecho de permitir no solo que el elector elija a quien 
desearía que lo gobernara, sino que pueda emplear los 
mecanismos de participación que el ordenamiento le faculte”, 
remitiéndose a CARRERA, Janeyri (2008). Aproximaciones al 
contenido esencial del derecho de participación política. Lima 
PUCP. 
 
Asimismo, durante la revolución francesa, en particular en la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
(1789), refiriéndose a la soberanía del pueblo, en el artículo 3° 
se tiene expresado: “El principio de toda soberanía reside 
esencialmente en la Nación. Ningún cuerpo, ningún individuo, 
pueden ejercer una autoridad que no emane expresamente de 
ella”, es decir este instrumento inspirada en la Declaración de 
independencia estadounidense de 1776 y en el espíritu filosófico 
del siglo XVIII, que marca el fin de antiguo régimen y el principio 
de una nueva era, con relevancia a la participación del pueblo 
en el gobierno del país.    
 
La Carta Canadiense de los Derechos y Libertades, en el rubro 
de Derechos Democráticos, puntualiza que: “Todo ciudadano de 
Canadá tiene derecho a votar en las elecciones legislativas 






elecciones para elegir y ser elegido, para conformar como 
representante del pueblo. 
 
Asimismo, la Constitución de la República Democrática Federal 
de Etiopia de 1995, con el rubro de Derechos Democráticos, en 
el artículo 29° numerales 1 y 2, se precisa que toda persona tiene 
derecho a tener opiniones, a la libertad de expresión, sin 
interferencias. Este derecho comprende la libertad de recibir y 
difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración 
de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma 
artística o por cualquier otro medio de su elección. 
 
Volviendo al origen de la palabra democracia, cuya expresión 
tiene su origen etimológico en las palabras griegas demos y 
kratia o cratos, que hace alusión al pueblo y al gobierno 
respectivamente. Este término habría sido acuñado por el 
Historiador Herodoto, hace más de dos milenios, para catalogar 
en una forma de gobierno que estaba predeterminada por la 
voluntad popular. 
 
En el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, teniendo en 
cuenta la definición griega, la palabra democracia significa: “El 
predominio popular en el Estado, el gobierno del pueblo por el 






legítimamente elegidos, que ejercen indirectamente la soberanía 
popular, en ellos delegada”.  
 
Teniendo tales premisas, la democracia de manera general, 
podemos sostener que es una forma de vida social basada en 
libertad e igualdad, y en sentido especial, es la forma de 
gobierno en la que el poder ejercido se deposita idealmente en 
el pueblo como máximo ostentador de poder, y éste legítima 
controla el poder concreto del gobierno. 
 
BASADE FERNANDEZ DEL VALLE, Agustín, en su obra “Teoría 
de la Democracia, Fundamentos de Filosofía Democrática”, 
citado por ROSAS ALCANTARA, Joel. El Derecho 
Constitucional y Procesal Constitucional en sus conceptos 
claves. Lima Gaceta Jurídica, puntualiza que la democracia “Es 
una forma de gobierno que reconoce a los hombres una igualdad 
esencial de oportunidades para el ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos y que cuenta con el pueblo para la 
reestructuración del poder”, como se puede apreciar el 
pensamiento moderno a cerca de la democracia se instaura a 
partir de la revolución francesa y por ende debemos remitirnos 
al artículo 43° de la Constitución Política del Perú de 1993, en lo 
referente al Estado, establece: “La Republica del Perú es 
democrática, social, independiente y soberana”, y el artículo 45° 






perspectiva el Tribunal Constitucional Peruano en el Expediente 
N° 0008-2008-AI/TC, sostiene: “El Estado social y democrático 
de derecho, como alternativa política, frente al Estado Liberal, 
asume los fundamentos de este, pero además le imprime 
funciones de carácter social. Pretende que los principios que lo 
sustentan y justifican tengan una base y un contenido material. 
Y es que la libertad reclama condiciones para hacer factible su 
ejercicio. Por ejemplo, la propiedad privada no solo debe ser 
inviolable, sino que debe ejercerse en armonía con el bien 
común, y dentro de los límites de la ley”.  
 
2.2.1.1.   Sistemas de gobierno 
En el mundo se ha practicado varios regímenes autoritarios y 
democráticos, pues la primera es un gobierno unipersonal o de 
un grupo muy reducido, que según sus caracteres, el régimen 
autoritario es llamado autocracia, monocracia o dictadura, en 
estos tipos de gobiernos, el ejercicio de poder es efectuado por 
una persona que lo estructura desde el poder centrado hacia los 
gobernados, así tenemos este tipos de gobiernos autocráticos: 
Dictadura Militar, Cesarismo Político y Neopresidencialismo; 
asimismo tenemos gobiernos totalitarios: Fascismo, Nacismo y 
Comunismo; mientras que la democracia es un gobierno 
pluripersonal, reconoce al pueblo como fuente primaria del 
poder, en tal sentido encontramos los gobiernos democráticos 






representativa, institución democrática de gobierno que ha 
evolucionado en el mundo y se tiene: Gobiernos de Asamblea, 
Gobierno Parlamentario, Gobierno Presidencial, Gobierno 
Semipresidencial y el Gobierno Directorial. 
 
2.2.1.2.   Crisis de la democracia 
El gobierno representativo inicialmente fue aceptado, pero en los 
últimos años hay pérdida de fe y confianza en la representación 
vía los partidos políticos, ya sean por incumplimiento de 
promesas electorales, sometimiento a las reglas de hegemonía 
mundial y el diseño económico influenciado por la globalización 
económica, la corrupción de las autoridades elegidas y entre 
otros comportamientos de estas autoridades, a la fecha estamos 
atravesando la crisis de la democracia representativa, por lo que 
en muchos países del mundo a clamor del pueblo se está 
implementándose las instituciones de democracia directa, como 
son: Iniciativa legislativa popular, Plebiscito, Referéndum, Recall 
o revocatoria de mandato de autoridades elegidas, veto popular 
y entre otras instituciones de democracia directa, que no solo 
están en las leyes nacionales, sino están siendo considerados 
en las propias constituciones del Estado, como respuesta 
alternativa a la solución de crisis de la democracia sobre todo 
representativa, es, en tal sentido, vamos abordar en esta 






En el mundo ha surgido los argumentos a favor y en contra de 
revocatoria de mandato de los miembros del Parlamento; en tal 
sentido quienes sintetizan los argumentos a favor sostienen que 
la exigencia de honestidad, cumplimiento de sus funciones, 
ayuda a controlar la influencia de los intereses de un grupo 
minoritario, permitir la sostenibilidad de la política nacional y 
generar seguridad política y jurídica; por otro lado, quienes están 
en contra de la teoría de revocatoria de los Parlamentarios 
alegan que pueda generar crisis de gobernabilidad, crisis fiscal, 
debilidad del mandato parlamentario, así como el temor de ser 
utilizado dicho mecanismo de participación política, por parte de 
los rivales políticos y entre otros aspectos. 
 
La revocatoria en el mundo, al margen de la discusión sobre sus 
bondades y riesgos, se tiene avance desde el marco 
constitucional hasta la legislación de participación de control 
ciudadano y el sistema electoral, en tal sentido encontramos en 
la ciudad de Los Ángeles de Estados Unidos de Norteamérica, 
que ha regulado en 1903, siendo su introducción el resultado del 
crecimiento del mecanismo progresista que veía en este y otros 
mecanismos de democracia directa una vía para limitar la 
corrupción del gobierno, y así en la actualidad encontramos 
regulado dicha materia de referéndum revocatorio de los 
miembros del Parlamento en los Estados Socialistas, como es 






En Centro América se tiene regulado en Cuba, en algunos 
Estados de México y en caso de América del Sur, encontramos 
contemplado dicha figura en la Constitución de la Ciudad de 
Buenos de Argentina, y finalmente en los países andinos se 
dividen en dos grupos: Venezuela, Ecuador y Bolivia, en los que 
el referéndum puede iniciarse en contra de cualquier autoridad 
electa (Ejecutivo o legislativo, en todos los niveles de gobierno y 
en algunos casos también del Poder Judicial); y Colombia y 
Perú, en que solo puede activarse el referéndum revocatorio en 
el ámbito subnacional, mas no se tiene previsto el caso de 
revocatoria del mandato de Congresistas y el Presidente de la 
República.   
 
2.2.2. Revocatoria del Mandato de Autoridades de Elección 
Popular en el Perú 
Se tiene incorporado la revocatoria de autoridades electas 
solamente local y regional, siendo las razones principales como 
el quiebre del sistema de partidos políticos y la crisis de 
representación; es decir durante la campaña electoral se ha 
asumido compromisos electorales y que al ser elegidos dichas 
promesas no son cumplidos, la evidencia de actos de corrupción 
de los Congresistas, ya sea en las acciones de fiscalización de 
las funciones ejecutivas y en la elaboración de las leyes que se 
da prioridad a los intereses de un grupo económico minoritario, 






transnacionales y sobre todo la disposición de los recursos 
naturales sin mayor reparo de la contaminación ambiental y un 
sistema fiscal muy flexible para dichas empresas, así como la 
falta de empleo o desempleo de la población laboral peruana y 
demás carencias que se tiene en educación y salud que aún 
sigue latente con mayor énfasis en la actualidad. Es, en tal 
sentido consideramos que el Congreso Constituyente 
Democrático de 1993 ha decidido incorporar uno de los 
mecanismos de democracia directa que es el referéndum 
revocatorio, pero solamente para las Autoridades electas a nivel 
Regional y Municipal, mas no de las autoridades elegidas a nivel 
nacional, como son los Congresistas y el Presidente de la 
Republica. Reiteramos que el mecanismo de democracia directa 
para el caso de revocatoria de mandato de autoridades Locales 
y Municipales, dicho mecanismo de participación ciudadana 
tiene su fundamento constitucional en el artículo 2° inciso 17) y 
en el artículo 31° de la Constitución Peruana de 1993, cuando 
establece: “Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los 
asuntos públicos mediante referéndum, iniciativa legislativa, 
remoción o revocación de autoridades y demanda de rendición 
de cuentas”, estos mecanismos de participación de la 
ciudadanía se ha desarrollado mediante la Ley N° 26300 – Ley 







2.2.2.1. Normatividad Constitucional de Revocatoria de 
Autoridades Regionales, Municipales y Jueces de Paz  de 
Elección Popular  
La revocación de las autoridades regionales, está contemplado 
en el artículo 191° de la Constitución de 1993, cuando en su 
tercer párrafo establece que el mandato de las autoridades 
regionales: El Gobernador Regional, el Vicegobernador y los 
miembros del Consejo Regional son revocables, que 
precisamente estos mandatos son de democracia 
representativa, pues la población electoral delega el poder 
político a sus representantes políticos para que pueda 
representar y hacer cumplir la voluntad popular plasmado en 
interés colectivo y al servicio del pueblo, pero cuando esta no se 
da, pues se genera la crisis de dicha democracia representativa, 
por lo que se busca solucionar con el mecanismo de revocación 
de autoridad regional, pese a que hubo intentos en algunas 
regiones, pues no se ha concretado hasta la fecha en nuestro  
país, por la sencilla razón a que es un tanto complejo lograr el 
porcentaje de firmas de la población electoral. 
 
 Con respecto de las autoridades locales, de igual forma el 
mandato de alcalde y regidores, son revocables, conforme lo 
dispone el artículo 194° párrafo tercero de la Constitución, es 






provincial han sido sometidos a la consulta de revocatoria y 
muchos de ellos fueron revocados del mandato. 
 
En lo concerniente a los Jueces de Paz que proceden de 
elección popular, no se tiene prácticas de revocatoria todavía en 
el Perú, solo queda en la Ley, mas no se tiene aplicación 
concreta de revocatoria de cargos de mandato de Jueces de 
Paz, más aun estos cargos son de naturaleza casi ad honorem 
y además no se administra bienes y servicios, salvo los enseres 
propios de la labor de un Juez de Paz. 
 
2.2.2.2. Los Congresistas y el Presidente de la República 
 
En cuanto a los Congresistas de la República del Perú, en este 
momento cuyo mandato no son revocables, porque el artículo 
90° de la Constitución, simplemente omite consignación de dicho 
rubro, en contradicción con el artículo 2° inciso 17) y el artículo 
31° del texto constitucional sobre el derecho de participación y 
control ciudadano a sus autoridades electas, y quienes 
defienden que el mandato parlamentario no sea revocatorio, 
sostienen que el mandato no es imperativo, lo cual no es cierto 
como demostraremos más adelante, pues no es impedimento 
como en Suiza y otros; pero de todas maneras cabe  preguntarse 
¿Qué significa que el congresista no tiene mandato imperativo? 






el mandato que le dieron, implica que el congresista es elegido 
por el íntegro del periodo parlamentario y que su mandato puede 
concluir antes de dicho periodo es por la muerte, su vacancia, 
destitución o con la disolución del Congreso. Cabe agregar, 
además, que el congresista que ofreció el cumplimiento de una 
promesa y luego no la cumple, el electorado solo puede 
sancionarlo cuando este postule a su reelección, si optara por 
postular, conforme se precisa por Delgado-Guembes, César, en 
el Manual del Parlamento.   
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL (TERMINOLOGÍA BÁSICA) 
 DEMOCRACIA: 
En lo referente, a este tema cabe remitirse a lo precisado en el 
Diccionario de Derecho Constitucional Contemporáneo (2012, p. 
105)  de Gaceta Constitucional, términos compilados por Bastón 
Pinto y otros, y sostienen: “La expresión –democracia- tiene su 
origen etimológico en las palabras griegas demos y kratía o cratos, 
que hacen alusión al pueblo y al gobierno respectivamente. Este 
término habría sido acuñado por el historiador Herodoto, hace 
más de dos milenios, para catalogar a una forma de gobierno que 
estaba predeterminada por la voluntad popular. Aunque es 
evidente que alrededor de la expresión hay una amplia y densa 
construcción teórica que se ha formado en el curso del tiempo y 






de partida: la democracia puede ser básicamente entendida como 
una forma de organización política que se basa en el principio de 
elección de sus gobernantes por voluntad del pueblo”. Por su 
parte Ferrero (2000, p. 294) señala que “La democracia se funda 
en el predominio de la mayoría, pero respetando el derecho de la 
oposición. Persigue la libertad y la justicia como valores 
centrales”; en tal sentido consideramos que el pueblo así como 
tiene derecho de elegir a su representante, también tiene el deber 
de realizar el control y derecho de revocar de su cargo.  
 
 POLITICA. 
Del griego: polis, politika, significa negocios públicos: a) En 
general.- Todo método de proceder para alcanzar una meta; en 
especial, la acción regida por el valor del poder; b) La 
estructuración política del Estado mediante la actividad directriz y 
directora y el intento de influir en ella. La necesidad de poder para 
imponer metas hace de la tendencia de poder y del dominio de las 
técnicas del poder una de las características necesarias del 
político.  
 
 DERECHO DE SUFRAGIO: 
Es un “Derecho fundamental de los ciudadanos a participar en los 
asuntos públicos ya sea en forma directa o por medio de 
representantes a través de pronunciamientos electorales 






por Rudolf Smed para designar a la literatura que aboga por la 
aplicación del sufragio universal en Prusia, primero, y 
posteriormente en Alemania”, señalado por CHANAME ORBE, 
Raúl, en Diccionario de Derecho Constitucional. Editorial ADRUS. 
Arequipa, 2010. p. 206. 
 
 DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA: 
Que, el derecho a la participación política es un derecho 
fundamental, conforme a la constitución del Estado Peruano, en 
tal sentido cabe respaldase a las voces relacionados a este tema, 
desarrollado por Bastos Pinto y otros en el Diccionario de Derecho 
Constitucional Contemporáneo, de Gaceta Constitucional (2012, 
p. 133 a 133), donde a su vez como bibliografía consultada se cita 
a AA.VV., ABD YUPANQUI, GARGARELLA y RUBIO CORREA, 
por consiguiente sobre el derecho a la participación política, se 
sostiene que “Es una garantía constitucional que reconoce 
nuestra libre potestad para poder intervenir en política, o dicho de 
otro modo, de involucrarse en los asuntos públicos de la Nación; 
sea en forma individual o en asociación con otras personas. Su 
reconocimiento en el artículo 2° inciso 17) de la Constitución de 
1993, se da de manera conjunta con los derechos de participación 
en la vida económica, social y cultural de la Nación. Esto es así 
porque todas estas dimensiones están implicadas en el desarrollo 
que tenemos como sociedad. Por ello, la participación política esta 






puede condicionar cualquier de los aspectos de nuestra vida en 
común; sea el mercado, aspecto social o las actividades artísticas 
y recreativas. Así, el derecho a la participación política, es quizá 
el aspecto más especializado de todas estas dimensiones, y a la 
vez el que mejor resume la participación en la vida pública. El 
derecho a la participación política supone la facultad de las 
personas para intervenir en la formación de la voluntad estatal y 
en los órganos e instituciones del Estado, lo que comprende 
además el derecho a elegir y ser elegido, así como a recurrir a 
mecanismos de participación directa como la remoción o 
revocación de autoridades, la iniciativa legislativa y referéndum”, 
con algunos pequeños ajustes que realizamos. Es bueno resaltar 
que estos derechos políticos mencionados también se encuentran 
contemplados en la Constitución vigente, en los artículos 31° y 
32°, porque “El poder del Estado emana del Pueblo”, tal conforme 
se consagrada en el artículo 45° de la Constitución, es decir tanto 
los ciudadanos peruanos y los representantes elegidos, en la 
participación política, solo nos limita el marco constitucional y la 
ley, bajo responsabilidad. 
 
 REVOCATORIA.- Etimología y concepto 
“El término revocar tiene su origen en el latín revocare y se refiere 
al acto unilateral que surge de una voluntad que se rectifica”, 
indicado por Soto Vallenas en el Texto: Revocatoria, vacancia y 






Su significado, según el Diccionario de la Real Academia 
española -h/z- Tomo II vigésima tercera edición (2014, p. 1921), 
la palabra revocar viene del latín “REVOCARE” que significa 
“Dejar sin efecto una concesión, un mandato o una resolución”. 
Por su parte en el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual de 
Cabanellas (2008, Tomo 7, p. 225), se tiene que el termino 
revocación, del latín “REVOCATIO”, significa “Nuevo 
llamamiento”. 
Estando a las premisas esbozadas, cabe realizar el comentario 
desde la perspectiva de la teoría constitucional, consagrada en el 
artículo 31° sobre el derecho de participación política, como 
expresión de la democracia directa, al respecto cabe preguntarse 
¿Cómo se materializa los mecanismos de democracia directa?, a 
cuya interrogante, encontramos la respuesta contenida en la 
sentencia del Tribunal Constitucional en el expediente N° 00030-
2005-AI, en su fundamento 22 considera  que: “El principio 
democrático se materializa a través de la participación directa”, en 
este caso la revocatoria del mandato, es una de las formas de 
ejercicio del derecho político de la persona humana, ya sea 
individual o colectiva, pues es la soberanía popular la que 
selecciona a sus representantes para el poder del Estado, en este 
caso poder legislativo, cuyo ejercicio se materializa a su vez, a 
través del poder político, conformados por los miembros del 
Congreso de la Republica, por consiguiente el origen y ejercicio 






reza el artículo 45° de la Carta Magna: “El poder del Estado emana 
del pueblo”, en otras palabras, en un Estado Constitucional y 
democrático, rige el principio de la soberanía popular, por 
consiguiente el pueblo como primer elemento del Estado, tiene 
derecho a fiscalizar a sus funcionarios de elección popular o no, 
de manera que “Quienes ejercen el poder deben estar sometidos 
a la expresión popular propia de un régimen democrático”, 
expresada en el expediente N° 0050-2004-AI/TC., en tal sentido, 
la voluntad de un pueblo soberano no tiene ningún impedimento a 
rectificar o dejar sin efecto la delegación concedida a sus 
representantes elegidas y llamar a nuevas elecciones o 
adecuarse a los procedimientos previstos en la Constitución del 
Estado y la Ley. 
 ¿LA REVOCACION DEL MANDATO DE AUTORIDADES, ES UN 
DERECHO O ES UN MECANISMOS DE PARTICIPACION?: 
A dicha interrogante, RODRIGUEZ CAMPOS, Rafael, Abogado 
por la Pontifica Universidad Católica del Perú, en su Ensayo “La 
revocatoria en el Perú: apuntes constitucionales y políticas”, 
responde que “La revocatoria de autoridades no es un derecho 
fundamental de naturaleza política, sino únicamente un 
mecanismo que hace posible el ejercicio concreto de un derecho 
que si es fundamental como el derecho a la participación política”, 
en tal sentido hace su comentario que considero que es acertada 
y pertinente cuando se refiere a la característica de los derechos 






que “Un derecho ha sido reconocido como fundamental por el 
ordenamiento jurídico de un país, este no puede ser derogado o 
expulsado del mismo en un momento posterior. Siendo ello así, 
basta con tomar como referencia la opinión de destacados 
especialistas como Víctor García Toma, Marcial Rubio, o la del 
propio Ernesto Álvarez Miranda, ex presidente del Tribunal 
Constitucional, que plantean la necesidad de repensar esta figura, 
incluso reformar la Constitución para suprimirla, para darnos 
cuenta de que la revocatoria, como cualquier otro mecanismo de 
participación política, puede ser modificada o derogada sin mayor 
problema, siempre que se respete el procedimiento establecido 
por la Constitución y la legislación vigente. Ergo, la revocatoria no 
puede ser considerada como un auténtico derecho fundamental”, 
argumentos que encontramos conforme realizando una 




2.4.1.  Hipótesis general: 
El derecho ciudadano a la revocatoria de los Congresistas de la 
República del Perú, no se ejerce por la incidencia de la realidad jurídica 









2.4.2.  Hipótesis específicas: 
 
- Las causales para promover la revocatoria de los Congresistas de 
la Republica, es por incumplimiento de las promesas electorales. 
- Los fundamentos jurídicos para el ejercicio del derecho ciudadano 
a la revocatoria de Congresistas de la República del Perú, es 


























METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1.  DISEÑO Y TIPO DE LA INVESTIGACIÓN  
 
Sobre el diseño de investigación, Pineda Gonzales (2008, p. 33) 
citando a KERLINGER.1988:317, sostiene que “Conceptualmente, el 
diseño es el plan y la estructura concebidos de manera que puedan 
obtenerse respuestas a preguntas de investigación”, agrega “El plan es 
el esquema o programa general del estudio”, mientras que “La 
estructura, se refiere a la configuración de elementos de la estructura 
relacionados en forma especificas (relaciones de componentes del 
plan: marco teórico, operacionalización de variables, métodos, técnicas 
e instrumentos, unidades de estudio y procesos de recolección, 
tratamiento y estudios de datos)”. 
 
El diseño de la presente investigación es el mixto (cuantitativo-
cualitativo), por el análisis estadístico realizado para verificar las 
posiciones de los electores, el análisis de la Constitución Política del 
Estado y derecho constitucional comparado, sobre la viabilidad o no de 







Es de tipo jurídico constitucional social, al buscar las alternativas de 
solución a la problemática social política que atraviesa el país, luego de 
haber elegido a sus representantes para el Congreso de la República. 
 
3.2.  MÉTODO 
Para la investigación corresponde en forma general al método 
dialéctico, debido a que nuestro estudio estará basado en las 
relaciones de contradicción del deber ser externo y el ser normativo. En 
lo particular el método dogmático. En lo especifico el de análisis del 
lenguaje y sistemático. 
 
3.3.  POBLACIÓN Y MUESTRA 
La relación del todo y las partes de los sujetos de investigación es de 
alcance nacional; sin embargo para obtener datos de la realidad jurídica 
– social, en este caso concreto se tomará en cuenta la población 
electoral de dos ciudades más pobladas de la Región de Puno, nos 
referimos a las ciudades de Puno y Juliaca, asimismo se aplicará a las 
autoridades y servidores del Jurado Electoral Especial de Juliaca y 
Puno (2014). 
 
3.4.  TÉCNICAS, FUENTES E INSTRUMENTOS 
Unidades de análisis: El estudio estuvo basado en el análisis de: a) 
Fundamentos jurídicos para el ejercicio del derecho de participación 






Constitución Política del Perú, legislación nacional en materia de 
participación y control ciudadano, así como en materia electoral y 
normas conexas, jurisprudencia, doctrina y derecho comparado; b) 
Realidad jurídico – social que permita obtener las causales para 
promover la revocatoria de los Congresistas de la República. 
- Fuentes de estudio: Estarán constituidas por textos y la normatividad 
publicada en el Diario Oficial “El Peruano”, libros, revistas y páginas de 
internet de instituciones públicas, complementariamente, la opinión 
pública respecto a las causales de revocatoria de Congresistas. 
 
3.5. DESCRIPCIÓN DE MÉTODOS POR OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
Primer Objetivo.- Identificar las causales para promover la revocatoria 
de los congresistas de la República. 
 Método: Observación. 
 Técnica: Observación documental. 
 Instrumento: Ficha de observación documental. 
Segundo Objetivo.-  Identificar los fundamentos constitucionales para 
proponer el ejercicio del derecho del ciudadano a la revocatoria de 
mandato de los asambleístas de la República. 
 Método: Observación. 
 Técnica: Observación documental. 



























































Electores de la 






documental: Ficha de 
observación. 






el ejercicio del 
derecho de 
participación 






















































Ficha de resumen. 
 
 
3.7.  PRUEBA DE HIPÓTESIS 
Se  podrá apreciar en la argumentación y fundamentación jurídica, 
jurisprudencial y doctrinaria, de las teorías que sustentan sobre la 
imposibilidad de revocatoria del mandato de Congresistas y por otro 






la revocatoria del mandato de los miembros del Congreso; esto en 
merito a lo señalado por Aranzamendi (2005, p. 173) en referencia a 
los argumentos de Ramos Núñez: “La tesis en Derecho no tiene que 
ser necesariamente verificable. Pero tiene la obligación de ser 
convincente y que disponga de información empírica suficiente. Podría 
apoyarse en la observancia, pero no siempre en la experimentación”; 
teniendo ese punto de vista también se recolectara muestras de la 
población del distrito electoral de la región de Puno, cuya tabulación de 
estadística se realizara con las reglas correspondientes. 
 
a) Planteamiento de las hipótesis 
El derecho ciudadano a la revocatoria de los Congresistas de la 
República del Perú no se ejerce por la incidencia de la realidad jurídica 
constitucional y operativa de la representación congresal, los cuales 
para promover la revocatoria de los Congresistas de la Republica por 
incumplimiento de promesas electorales, labor deficiente en la 
legislación y fiscalización, la deficiente representación al electorado, 
necesitan regulación conforme a los fundamentos jurídicos para el 



















INTERPRETACIÓN Y ANÁLISIS 
 
4.1. Breve análisis de la revocatoria del mandato como mecanismo de 
democracia directa, desde el punto de vista del ordenamiento jurídico 
nacional, los tratados internacionales sobre derechos humanos, 
así como los procedimientos de revocatoria y reforma constitucional. 
 
La revocatoria del mandato de autoridades electas, es un 
instrumento jurídico y de contenido político, que permite el ejercicio de 
la soberanía del pueblo a participar en los asuntos públicos del Estado 
y controlar el comportamiento de sus funciones de autoridades de 
elección popular, cuya aplicación se hace realidad en una democracia 
directa y participativa; si bien es cierto las estadísticas a nivel nacional 
y regional es muy variable, pues como fuente inspiradora de derechos 
humanos, encontramos escrito en el artículo III de la Declaración 
Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, cuando 
preceptúa “La fuente de toda soberanía reside esencialmente en la 






de autoridad alguna que no emane directamente de ella”; instrumento 
que fue aporte de la humanidad para el autogobierno de un Estado.      
 
Es, en ese contexto de normatividad internacional a la fecha se tiene 
Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos y precisamente 
respecto al mecanismo de democracia directa, específicamente la 
revocatoria del mandato de autoridades encontramos en el artículo 21° 
tercer párrafo de la Declaración Universal de Derechos Humanos, que 
señala: “La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder 
público (…)”, es decir la voluntad popular es la que elige a sus 
gobernantes o representantes, ya sea directa o indirectamente, según 
el sistema o mecanismo de participación en la vida política establecida 
en un Estado, siendo esto un derecho, pues todas las personas 
humanas integrantes de la Nación, tienen el deber de realizar el control 
a sus gobernantes que lo ha elegido, para que en representación pueda 
realizar la gestión pública con eficiencia, honestidad e idoneidad en el 
cargo para el cual fue elegido, este derecho humano se rige para todos 
los países miembros de la Organización de Naciones Unidas, como el 
caso de nuestro país; por tal virtud, a su vez se tiene considerado en el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que todos los 
ciudadanos gozan del derecho a: “Participar en la dirección de los 
asuntos públicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos” (artículo 25° literal a), es decir no solo es un 






correcta marcha de la vida institucional, a cargo de representantes 
elegidos por la ciudadanía. 
 
Finalmente, debemos dar nuestro sustento de derechos 
humanos a nivel regional de la Organización de Estados Americanos 
que ha aprobado el instrumento de derechos humanos, denominado la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, que en su artículo 
23° tiene un contenido similar al Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. 
 
En esa perspectiva la revocatoria del mandato, en este caso la 
revocatoria del mandato parlamentario, y no encontrando una norma 
prohibitiva, es factible que alcance la aplicación de la revocatoria del 
mandato de los miembros del Congreso, sobre todo en el Perú, incluso 
según señala García Toma (2015, p. 62) por “Principio de 
convencionalidad” cuando se presenta la incompatibilidad de una 
norma de tratado internacional con la ley interna de un Estado, debe 
aplicarse el Tratado Internacional; lo cual no se presenta en este caso, 
por lo que la incorporación de revocatoria del mandato parlamentario 
en la constitución, ni siquiera ameritaría el control de convencionalidad, 
por lo que planteamos que debe analizarse algunos aspectos de 









4.1.1. Función Parlamentaria y Motivos de Revocatoria 
Previo el análisis y consideración de motivos de revocatoria del 
mandato de uno o más miembros del Congreso, debemos revisar las 
funciones del Parlamento establecidas en la Constitución del Estado y 
el Reglamento del Congreso de la Republica, lo cual comprende: 
a. La función legislativa, consiste en proponer la iniciativa 
legislativa, participar en debate y aprobación; asimismo la 
reforma constitucional, incluso la interpretación, modificación y 
derogación de la ley, conforme los procedimientos regulados en 
la Constitución y el Reglamento. 
b. La función de control político: 
b.1. A realizar los actos de investigación al Consejo de Ministros. 
b.2. Vigilar la conducta política y los actos de administración del 
gobierno y de las entidades del Estado. 
b.3. Estar en alerta sobre la delegación de facultades legislativas 
y el dictado de decretos de urgencia. 
b.4. Fiscalizar sobre el uso y la disposición de bienes y recurso 
públicos. 
b.5. De encontrar la responsabilidad, promover el antejuicio 
político al Presidente o algún parlamentario y otros, de acuerdo 
a lo establecido en la constitución y el artículo 5° del 
Reglamento.   
c. En cuanto a las funciones especiales, actuar con imparcialidad, 
verificar la meritocracia y la calidad moral en la designación de: 






c.2. Elección del Defensor del Pueblo 
c.3. Elección de los miembros del Tribunal Constitucional 
c.4. Directorio del Banco Central de Reserva, y 
c.5. La ratificación al Presidente del Banco Central de Reserva 
y al Superintendente de Banca y Seguros. 
 
En efecto, como causas justificadas de revocatoria del mandato 
parlamentario, consideramos lo siguiente: 
- Generar y mantener el conflicto de intereses para favorecer a un 
grupo parlamentario con intereses del partido. 
- Estar comprometido en actos de corrupción. 
- Incumplimiento de funciones con idoneidad, honestidad, lealtad y 
respeto a la Constitución, la ley y el Código de Ética Parlamentario, 
así como los principios de la democracia. 
- Actuar con abuso de poder político, en la aprobación de propuesta 
legislativas, vulnerando los derechos fundamentales de las 
personas, laboral, grupo étnico, medio ambiente, seguridad 
ciudadana, entre otros, obviando la forma legislativa garantista. 
- Desinterés en las necesidades publicas prioritarias de la población 
regional donde fue elegido, es decir por incumplimiento de la función 
representativa, cuya función según Delgado – Guembes (2012, p. 
62 del Manual del Parlamento) “Consiste en el mandato popular de 
que el Congreso y todos sus miembros actúen como intermediario 
y vocero de las posiciones, interés y preferencia del electorado o de 






en su desempeño, pueden legislar, dirigir, impulsar y controlar el 
servicio público en el país”, porque de acuerdo al artículo 93° de la 
Ley de Leyes, representan a la Nación, por ello conforme indica en 
el Informe Parlamentario Mundial, realizado por la Unión 
Interparlamentaria y el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo – PNUD (2012, p. 19) refiere que la representación 
colectiva, debe ser con “calidad representativa y la eficacia de sus 
partidos políticos”, pues el pueblo espera un parlamento eficaz, por 
ello las causas justificadas para la revocatoria podemos resaltar que 
se traduce en promesas electorales planteadas durante la etapa de 
postulación para la elección, donde incluso se presenta el plan de 
trabajo, a tal extremo es necesario mejorar vía modificación de la 
Ley de Partidos Políticos. 
 
4.1.2. La Revocatoria y la no Imperatividad del Cargo Parlamentario. 
Al respecto, Delgado Guembes (2012, p. 230) refiere que el Congreso 
no tiene mandato imperativo, es decir “significa que una vez elegido, 
sus electores no pueden revocarle el mandato que le dieron”, agrega 
“significa que el Congresista es elegido por el íntegro del periodo 
parlamentario” y continua sosteniendo, que su mandato solo concluye 
por las causales previstas en la Constitución; similar posición asume 
Blancas Bustamante en su obra Derecho Electoral Peruano (2016, p. 
191); por su parte el Tribunal Constitucional, en referencia al artículo 
93° de la Ley fundamental, en su sentencia contenida en el expediente 






otros señala que “La esencia de la política parlamentaria es la 
deliberación y esta no es posible bajo la forma de mandato imperativo”, 
además en la sentencia del expediente N° 0050-2004-AI del 03 de junio 
de 2005 en su fundamento 29 indica que “El legislador no puede 
someterse a ningún grupo de presión de la población, ni de los medios 
de comunicación”, esta última sentencia materia de análisis, no se 
ajusta exactamente a la realidad, por cuanto en el actual régimen y en 
las anteriores, en el Congreso de la Republica, el legislador no es libre, 
el mandato imperativo lo tiene el partido, conforme se ha evidenciado 
con lo ocurrido en el año 2017 en el Congreso. 
 
En cambio Miro Quesada Rada (2013, p. 416-417), indica entre otros 
que “El mandato imperativo es aquel mecanismo mediante el cual las 
personas designada para ocupar cargos en los cuerpos deliberativos 
están obligados a ceñirse a las instrucciones dadas por sus electores”, 
agrega que “La revocación no es mandato imperativo”, pues el mandato 
imperativo fue aplicado en la edad media recién el 23 de junio de 1789 
fue suspendido en Francia, pero aún se mantenía en algunas 
constituciones de otros países; incluso en la Constitución Federal de la 
Confederación Suiza de 1999 en el artículo 161° contempla la 
prohibición de mandato imperativo, cuando establece: “Los miembros 
de la Asamblea no estarán sujetos a ningún mandato imperativo”, pero 
se preceptúa que los miembros de la Asamblea “Deberán hacer público 
los vínculos que les unan con grupos de presión”; pero en los Cantones 






de la asamblea, igualmente se regula en las constituciones de Estados 
donde se aplica la revocatoria del mandato; por consiguiente la figura 
del mandato no imperativo del artículo 93° de la Ley fundamental 
peruana, no es necesario suprimir el mandato no imperativo para 
introducir la revocatoria del mandato de los miembros del Congreso de 
la Republica.       
 
4.1.3. Oportunidad de Revocatoria del Mandato Parlamentario 
En América Latina y en nuestro país han optado que la revocatoria de 
autoridades electas en el periodo de gestión intermedio, es decir luego 
de transcurrido un tiempo prudencial de gestión pública, ni tampoco se 
permite al final del periodo al cual fue elegido, quienes postulan por 
esta teoría, consideran para no generar la inestabilidad gubernamental, 
pues en el Perú se tiene la práctica de consulta de revocatoria muy alta. 
 
En tal sentido la revocatoria del mandato parlamentario, de acuerdo a 
lo establecido en el artículo 21° de la ley 26300, debe ser por lo menos 
que haya transcurrido el tercer año del periodo al cual fue elegido, salvo 
en inminente y cierta violación o amenaza de Estado Constitucional 
Democrático o la generación de conflictos de intereses que se torne en 
insostenible, pudiera solicitarse la revocatoria de algunos miembros del 









4.1.4. Iniciativa de Revocatoria del Mandato Parlamentario 
Si bien es cierto que el derecho de participación política está 
consagrada en la Ley fundamental como un derecho constitucional, 
pues este derecho está desarrollado en la Ley de los Derechos de 
Participación y Control Ciudadanos – Ley N° 26300, publicado en El 
Peruano el 02 de mayo de 1994 y sus normas modificatorias, donde se 
regula dos derechos:  
- Derechos de participación de los ciudadanos, como son: la Iniciativa 
de Reforma Constitucional, iniciativa en la formación de leyes y 
ordenanzas regionales y municipales, el referéndum y otros que 
establezca la ley. 
- Los derechos de control de los ciudadanos, son: La revocatoria de 
autoridades regionales, municipales y jueces de Paz, remoción de 
autoridades, demanda de rendición de cuentas y otros previstos por 
la ley. 
En ese contexto normativo, el artículo 20° de la Ley, debe ser 
modificado incluyendo la revocatoria de Congresistas, y estando 
esbozado las posibles causas de justificación de revocatoria de los 
miembros del Congreso, la solicitud de iniciativa de consulta 
revocatorio, deberá ser acompañado del 25 % de las firmas de los 
electores, acumulados de las circunscripciones territoriales del país o 
la misma cantidad de firmas para revocar un representante al 
Congreso, de la circunscripción electoral regional o distrito electoral, 
porque la elección de Congresistas en el Perú, se realiza mediante el 






no hay incompatibilidad para que cada región pueda revocar sus 
representantes al Congreso o como también se puede darse la 
iniciativa de uno y varias circunscripciones territoriales o circunscripción 
electoral nacional, para revocar algunos Congresistas, porque 
representan a la Nación, en tal sentido es viable la modificación del 
artículo 22° de la Ley 26300, en los demás el procedimiento se debe 
adecuarse a la precitada ley y el artículo 26° y siguientes de la Ley 
Orgánica de Elecciones – Ley N° 26859, publicada en el Diario Oficial 
El Peruano el 01 de octubre de 1997 y demás normas modificatorias y 
conexas, como son la “Validez y eficacia de la revocatoria” que enfatiza 
Blancas Bustamante (2016, p. 195); empero por el momento 
consideramos que debe plantearse la revocatoria promovido por distrito 
electoral, a efectos de garantizar el derecho de electores, de realizar el 
control efectivo a sus representantes en el Congreso, ya que en el Perú 
hay una fuerte desconfianza por parte de los electores y de los 
empresarios, por ello debe desarrollarse las legislaturas constructivas 
y proactivas (BID Informe 2006, p. 46) de formulación de las políticas 
públicas de calidad en los servicios públicos a favor de la población.   
 
4.1.5. Efectos del Congresista Revocado 
Al respecto el artículo 25° de la Ley de los Derechos de Participación y 
Control Ciudadanos, señala: “Quienes reemplazan a los revocados 
completan el periodo para el que fueron elegidos estos. En ningún caso 






oportunidad determinara que asuma el accesitario, todo ello para evitar 
los gastos adicionales al erario nacional. 
 
4.1.6. Procedimiento de Reforma Constitucional 
4.1.6.1. ¿Quiénes Tienen la Facultad de la Iniciativa de Reforma 
Constitucional?.- Corresponde: 
a. Al Presidente de la República, con aprobación del Consejo de 
Ministros. 
b. A los congresistas de la República; 
c. Y, a un número de ciudadanos equivalentes al cero punto tres 
por ciento (0.3 %) de la población electoral nacional, conforme 
lo establece el segundo párrafo de la Constitución Nacional y el 
artículo 17° de la Ley de los derechos de participación y control 
ciudadanos – Ley N° 26300. 
 
4.1.6.2. Requisitos de Propuesta de Ley de la Reforma Constitucional 
a. No procede la iniciativa de reforma constitucional, sobre 
aquellos proyectos de Ley que puedan suprimir o recortar o 
disminuir los derechos fundamentales de la persona, de 
conformidad a lo establecido en el último párrafo del artículo 32° 
del corpus constitucional y el artículo 19° de la Ley de los 
derechos de participación y control ciudadanos; por lo tanto, en 
el caso de innovación constitucional parcial sobre incorporación 
de institución democrática – jurídica de revocatoria del mandato 






fundamental de la persona humana, familia o la ciudadanía en 
general, por el contrario reafirma el derecho fundamental de 
participación ciudadana. 
b. La exposición de motivos que respalde la iniciativa, como son 
los antecedentes históricos, reporte de estadísticas y sobre todo 
la fundamentación jurídica, económica, social y política. 
c. El análisis de costo beneficio, que pueda traer dicha norma legal 
de mejora constitucional, en este caso si bien es cierto la 
aplicación de dicha norma pueda generar los gastos del proceso 
ante el Jurado Nacional de Elecciones, pues el mal uso de poder 
e incluso el uso indebido de bienes públicos, constituyen los 
actos de corrupción de parlamentarios, al afectar los derechos 
de la ciudadanía peruana, situación que en muchas 
oportunidades ha ocasionado reclamos y conflictos sociales que 
paraliza las actividades económicas, comportamiento de 
autoridades que puede afectar a la familia o a la persona, ya sea 
en obra de inversión pública o derechos fundamentales como es 
el derecho a la educación, salud, acceso universal a los servicios 
públicos, la seguridad ciudadana, así como el goce y el ejercicio 
plena de los derechos fundamentales, por ende se afectará el 
bienestar de la persona o la ciudadanía, obstaculizándose así el 
derecho al desarrollo de los peruanos, porque el malestar social 
pueda acarrear mayor pérdida de ingresos económicos para el 
Estado, la persona o su familia e incluso la comunidad en 






innecesarios e improductivo, por ejemplo en la región de Puno 
se ha tenido el caso del Alcalde de Ilave, hecho ocurrido el 26 
de abril del año  2004; asimismo el fenómeno social de 
Aymarazo del mayo de 2011, a raíz de que se dio el Decreto 
Supremo N° 083, entre otros a nivel regional y nacional, sobre 
todo conflictos socio ambientales y lucha contra la corrupción, 
porque el sistema anticorrupción no tiene resultados efectivos.  
d. Se anexará al proyecto, la fórmula legal, en este caso la reforma 
constitucional sobre la incorporación de institución democrática 
de revocatoria parlamentaria. 
e. Respecto a la vigencia de dicha modificación constitucional, 
entrará en vigencia al día siguiente de la publicación en el Diario 
Oficial “El Peruano”, pero no se aplicará retroactivamente, 
conforme lo establece el segundo párrafo del artículo 103° de la 
Carta Política. 
f. Finalmente, en el caso de reforma constitucional sobre 
regulación de revocatoria del mandato de Congresista, no 
colisiona, ni se infringe ningún derecho fundamental, ni norma 
constitucional. 
 
4.1.6.3. Presentación de Propuesta de Ley de Reforma de la 
Constitución 
- La propuesta de iniciativa de adición o reforma constitucional y 






República, en día hábil y en horario de oficina determinada, según 
el Reglamento del Congreso. 
- Verificación de la propuesta de Ley, se realizará en la Oficina 
especializada de la Oficialía Mayor, en especial se verificará los 
requisitos de forma, y se tiene dos (2) situaciones: 
a. En caso de incumplimiento de los requisitos señalados, no será 
recibida y será devuelta al solicitante, para que se subsanen las 
omisiones advertidas. 
b. De cumplir los requisitos reglamentarios formales, se recibe el 
proyecto y se registra para que el Oficial Mayor mediante un 
decreto lo remita la propuesta, en este caso, a la Comisión 
Ordinaria de Constitución para que realice estudio y emita su 
dictamen dentro de 30 días hábiles, el dictamen concluirá sobre 
la calificación positiva o la admisibilidad de la proposición de 
reforma, y disponer la publicación en el portal del Congreso de 
la República; de lo contrario acordará rechazarla 
(inadmisibilidad) y disponer su archivo. 
c. Cabe agregar que el procedimiento de la modificación del texto 
constitucional, no puede delegarse a la Comisión Permanente, 
por disposición del inciso 4) del artículo 101° de la Constitución 
de 1993, ni tampoco se puede delegar al Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar la renovación constitucional, mediante el 
decreto legislativo, tal conforme preceptúa el segundo párrafo 







4.1.6.4. Debate del Proyecto de Reforma Constitucional 
Una vez que se emita el dictamen por la Comisión, el mismo debe 
estar publicado en el Portal del Congreso de la República o en el 
Diario Oficial El Peruano, siete (7) días calendario antes de su 
debate en el Pleno del Congreso, salvo dispensa. En el debate 
deberá observar las reglas de procedimiento previsto en el artículo 
55° del Reglamento del Congreso de la República. 
Si el proyecto de Ley de reforma constitucional es rechazado, el 
Presidente del Congreso ordenar su archivo. 
 
4.1.6.5. Aprobación del Proyecto de Ley de Reforma Constitucional 
Toda reforma constitucional debe ser aprobado por el pleno del 
Congreso de la Republica, siendo el quórum, el voto favorable de 
por lo menos la mitad más uno del numero legal de Congresistas, 
es decir debe haber 66 votos, que es la mitad más uno del total de 
130 Congresistas. 
 
4.1.6.6. Ratificación del Proyecto de Ley de Reforma Constitucional.- 
Se da dos (2) posibilidades: 
 
a. El primer procedimiento constitucional que pueda efectivizarse 
es mediante la ratificación por el pueblo, vía el mecanismo 







b. El segundo caso, es de que se puede prescindir de referéndum, 
cuando el acuerdo del Congreso se logra en dos legislaturas 
ordinarias sucesivas, con votación favorable o aprobatorio de un 
número superior a los dos tercios del número legal de 
Congresistas, extremo establecido en el artículo 206° de la 
Constitución, y lo expresado en el artículo 81° inciso a) del 
Reglamento del Congreso.  
 
4.1.6.7. Promulgación de la Ley de Reforma Constitucional 
Aprobada y ratificada la propuesta de modificación de una norma 
constitucional, cuya autógrafa se remitirá al Presidente de la 
República, conforme lo establece el artículo 107° de la Constitución, 
pero estando a lo consagrado en el artículo 206° del texto 
constitucional peruana, la ley de reforma constitucional no puede 
ser observada por el Presidente de la República, empero teniendo 
en cuenta el estatus de este funcionario, que es el Jefe de Estado y 
además es quien personifica a la Nación, según el artículo 110°; o 
sea el Presidente de la República, es la más alta jerarquía en el 
servicio de la Nación, por ello la Ley de reforma constitucional 
consideramos debe ser promulgado por el Jefe de Estado, salvo 
que éste no efectúe la promulgación dentro de quince (15) días 
útiles, lo haría el Presidente del Congreso; sin embargo es requisito 
formal que dicha norma modificatoria de la constitución sea 
promulgada por el Presidente de la República; sin embargo, si bien 






modifique o adicione un texto constitucional, pues el Presidente de 
la República no está prohibido a solicitar la aclaración al Congreso, 
si se advirtiera la contravención a los derechos fundamentales o 
presuntos actos de omisión de procedimientos de reforma 
constitucional instituidos en la propia Constitución del Estado; de lo 
contrario debe promulgarse y disponer su publicación de la ley de 
reforma constitucional, sin más trámite y entrará en vigencia al día 
siguiente de la publicación en el Diario Oficial El Peruano, salvo que 
la misma ley disponga lo contrario, esto es, establezca un mayor 
periodo de entrada de vigencia en parte o en todo, conocido en la 
doctrina como “vacatio legis”.   
 
4.1.6.8. Improcedencia de Inconstitucionalidad de la Ley de Reforma 
Constitucional 
En la figura jurídica y democrática de reforma constitucional, el 
Congreso tiene la facultad extraordinaria de modificar la 
Constitución del Estado, como poder constituyente derivado y no 
originario, en consecuencia no cabe entablar el proceso de 
inconstitucionalidad, porque el control constitucional que realiza el 
Tribunal Constitucional es sobre normas infra constitucionales, 
salvo que se advierta la supresión o disminución de los derechos 
fundamentales de la persona o por principio de ponderación de 
interés colectivo, vulnere el interés público o se infrinja los 
procedimientos previstos en la Constitución, podría presentarse 






contrario sensu no procede la acción de inconstitucionalidad de la 
Ley de reforma constitucional. 
 
4.2. Enfoque Regional sobre la  Revocatoria de Autoridades  
Democráticamente  Elegidas, en el Perú,  según la muestra de la 
población electoral regional. 
 
En un contexto de crisis de la democracia peruana producida por 
autogolpe del 05 de abril de 1992, habiéndose  disuelto el parlamento, 
se ha convocado el Congreso Constituyente, por lo que por primera vez 
en nuestro marco constitucional de 1993, se ha establecido  los 
mecanismos de democracia directa como son: referéndum, iniciativa 
legislativa, remoción de autoridades designada, o revocatoria de 
autoridades democráticamente elegidos y demanda de rendición de 
cuentas, conforme se puede verificar en el artículo 31° de la 
Constitución; por lo que cabe preguntarse: 
¿Cuáles son las autoridades democráticamente elegidas, que 
pueden ser revocados de su mandato?: 
Respondiendo a la interrogante, la propia Constitución del 
Estado: a) En su artículo 191° párrafo cuarto señala que las 
autoridades regionales elegidas son cargos revocables; b) También 
son revocables las autoridades edilicias, conforme lo establece el 
artículo 194° tercer párrafo del texto constitucional; pero para hacer 
efectivo dicho mecanismo de participación y control ciudadano, se ha 






mediante la Ley N° 26300 – Ley de los Derechos de Participación y 
Control Ciudadano, publicado en el Diario oficial El Peruano en fecha 
03 de mayo de 1994, y en su artículo 20° de la Ley precisa que además 
son revocables el mandato de los Jueces de Paz que provengan de 
elección popular, y según los datos del Jurado Nacional de Elecciones, 
en América del Sur, es, en el Perú donde se ha tenido bastante 
incidencia en la aplicación de revocatoria de autoridades municipales 
elegidas, es decir los alcaldes y regidores distritales, incluso se tiene el 
cuestionamiento de Alcalde de la ciudad de Lima, pero respecto de la 
revocatoria de alcaldes provinciales y sobre todo las autoridades 
regionales, solo hubo intentos, pero no se ha concretado, por falta de 
adherentes que es en mayor porcentaje, según la circunscripción 
territorial. 
Por otro lado, realizada el estudio del texto constitucional 
peruano, no son revocables los mandatos del Presidente de la 
República ni de los Congresistas. 
Sin embargo, a nivel de Latino América, encontramos instituido 
la figura de revocatoria de todas las autoridades elegidas, como son el 
caso de los países: Venezuela, Ecuador y Bolivia, pese a que no se 
han aplicado a la fecha, ya están establecidas en sus constituciones, 
en los demás, incluido Estados Unidos, solamente se aplica a algunas 
autoridades locales, mas no a las autoridades que representan a la 
nación, porque en dichas sistemas el mandato parlamentario no es 
revocable, como en el Perú, a excepción de la República de Venezuela, 






autoridad que no fue revocada en esa época, según el contexto político 
y social de dicho Estado.  
 
4.2.1. Erario Nacional y Revocatoria de Autoridades 
Al respecto hemos tomado en cuenta, la última consulta popular 
realizada en el año 2017 en nuestro país, sobre la revocatoria del 
mandato de autoridades edilicias, para lo cual el Ministerio de 
Economía, mediante el Decreto Supremo N° 063-2017-EF, publicado 
en el Diario Oficial El Peruano de fecha 25 de marzo de 2017, realizó 
la transferencia de partidas en el presupuesto del sector público para 
el Año Fiscal 2017, por el monto de VEINTE SIETE MILLONES 
OCHOCIENTOS TREINTA Y UN MIL SIETECIENTOS OCHENTA Y 
NUEVE Y 00/100 SOLES (S/ 27,831,789.00) a favor del Jurado 
Nacional de Elecciones, Oficina Nacional de Procesos Electorales y 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, para llevar la 
consulta popular de revocatoria del mandato de Autoridades 
Municipales 2017, el mismo se llevó el día domingo 11 de junio de 
2017, en 27 distritos del país, como son en algunos distritos de los 
departamentos de Amazonas, Ancash, Apurímac, Arequipa, Ayacucho, 
Cajamarca, Cusco, Huánuco, La Libertad, Lima, Puno (distrito de Phara 
- Sandia) y Tacna;  en dicha consulta popular se han sometido a 
revocatoria 26 alcaldes y 63 regidores, de los cuales fueron revocados 
13 alcaldes y 41 regidores, conforme el reporte efectuado por Jurado 
Nacional de Elecciones; dinero utilizado para consulta popular 






parlamentario debe ser en el primero y último año, y de haberse 
revocado, debe ser asumido por el accesitario.  
 
4.2.2. Tamaño de la muestra de población.- Teniendo dichas premisas, a 
fines del año 2016 se ha elaborado y aplicado el cuestionario sobre 
revocatoria de autoridades elegidas, tomando como muestra la 
población electoral de las ciudades de Juliaca y Puno, del año 2014, 
según el reporte del portal de página de ONPE, habiéndose aplicado el 
cuestionario a un total de 384 ciudadanos con aptitud electoral, 
comprendido el 50 % de cada ciudad referida, es decir se realizó la 
encuesta a 192 ciudadanos en cada ciudad, sin distingo de género, 
solamente se ha tomado en cuenta mayores de 18 años de edad. 
 




POBLACIÓN ELECTORAL TOTAL 2014 CIUDAD 
PROVINCIA 






 TOTAL 354393 
 
267462 
 TAMAÑO DE MUESTRA   
 
n= tamaño de 
muestra 383.610448  
 k=intervalo de confianza 1.96  
 N=TOTAL POBLACIÓN 267462  
 
p=proporción de 
individuos que poseen la 








 q=1-p 0.5  
 e=error 0.05  
 error+intervalo=100%   
 
 
Estando el cuadro que precede, la muestra es solo de la población electoral 
de las ciudades mencionadas; siendo la población electoral de la ciudad de 
Juliaca un total de 170,711 ciudadanos, y de Puno es de 96,951 electores, 
que sumados ambos hace un total de 267,462 electores al año 2014, 
información que encontramos en el portal de ONPE a fines del año 2016, 
durante la ejecución de la presente investigación, al cual se ha aplicado la 
encuesta; siendo el tema de alcance nacional, lo acertado sería aplicar al 
tamaño de la muestra de la poblacion electoral del ambito nacional, sin 
embargo resultaría muy oneroso dicha labor, por lo que se ha tomado como 
muestra solamente dos ciudades más pobladas de la Región de Puno, como 







4.2.3.1.  Resultado de aplicación de la encuesta al tamaño de la muestra 
a la población electoral de las ciudades de Puno y Juliaca se puede 
apreciar a continuación, conforme se tiene: 
 
 GRÁFICO I 
   
 
 
Del total de la poblacion electoral muestra aplicada en el cuestinario, 
resulta, que están de acuerdo el 50.78 %; y, un buen sector de la poblacion 
consultada vía cuestionario, esto es, en un 49,22 % están en desacuerdo, es 
decir, opinan que también deberían ser revocados los mandatos de 
representacion de autoridades de carácter nacional, en este caso concreto los 

























De la muestra aplicada en la población electoral de las ciudades de 
Juliaca y Puno, el gran porcentaje (66.93 %) opinan que los miembros del 
Congreso deberían ser sometidos a la revocatoria, por lo que consideramos 
que la población no confía a sus representantes democráticamente elegidos, 
pues muchas veces se dan leyes en contra de los intereses del pueblo, 
evidenciando incluso la parcialización de intereses, favoreciendo a un grupo 
minoritario, privilegiándose los grupos de intereses económicos del país, pero 





















Respecto a la interrogante si la revocatoria de congresistas pudieran 
traer consigo la ingobernabilidad o inestabilidad del Estado, en un 61.20 % 
indican que por la revocatoria de Congresistas, no pueden ocasionarse la 
ingobernabilidad o inestabilidad política del Estado Peruano, porque la 
revocatoria siempre es excepcional, y de aplicarse este mecanismo de 
democracia directa debe ser en casos justificados y sin que irrogue gastos 
adicionales al erario nacional, pues el Congresista que incurre en 
irregularidades en sus funciones, amerita interrumpir su cargo, en tal sentido 
cabe la posibilidad de recurrir al control ciudadano y puede ser sometido el 





































En este rubro de cuestionario es necedario precisar los motivos o 
causales por los cuales las autoridades municipales fueron revocados su 
mandato hasta que concluya el periodo para el cual fueron elegidos, y según 
el Jurado Nacional de Elecciones, podemos precisar algunos 
comportamientos de las autoridades municipales que han motivado la 
revocatoria, son: 
 La pérdida de confianza del pueblo. 






 Abusan de poder conferido. 
 No responden a la demanda de servicios para la comunidad. 
 Contratan a sus familiares en el municipio. 
 Realizan una mala administración del vaso de leche. 
 Son incapaces de dialogar o escuchar a los reclamos del pueblo. 
 Incumplen con las promesas electorales ofrecidas en campaña. 
 No reconocen los acuerdos del concejo municipal. 
 Se encuentran habituados al consumo de licor. 
 Utiliza los bienes de la municipalidad para fines personales. 
 Los alcaldes o regidores no viven en la localidad. 
 Malversan los fondos del municipio. 
 Se asignan dietas indebidas. 
 Cometen irregularidades en las licitaciones de obras. 
 Maltratan a la población. 
A esto se puede agregar que en los últimos años, incluso están también las 
conductas siguientes para revocar a las autoridades edilicias: 
 Injerencia en los programas de pensión 65, juntos y otros. 
 Viajes reiterativos sin resultado, a la ciudad de Lima o de distritos a las 
ciudades de Juliaca y Puno. 
 Gastos injustificados de viáticos asignados. 
 Falta de transparencia en la ejecución de gastos; entre otros. 
A pesar de lo esgrimido los motivos que han servido para la revocatoria de 
autoridades edilicias, en el cuestionario aplicado se ha considerado la 
pregunta abierta para este caso, que para la revocatoria del mandato 






nulo fiscalización, respondieron si el 57,55 %, y un 42,45 % responden no, y 
consideran además que deberían estar contemplados como causales de 
revocatoria de parlamentarios y los más resaltantes precisados por los 
encuestados, son: 
 Por tener proceso judicial. 
 Por participación en actos delictivos. 
 Incumplimiento de sus funciones. 
 Ineficiencia en el desempeño del cargo. 
 Por actos deshonestos, que contraviene la moral, buenas costumbres, 
actos antiéticos, etc. 
 Actos irregulares contra la administración pública y corrupción. 
 Falta de buena imagen de persona. 
 Falta de productividad 
 Transfuguismo 
 Traición a sus electores, etc. 
A todo lo mencionado, cabe agregar que es posible considerar como causales 
de revocatoria del mandato parlamentario, como son:  
 Incumplimiento o abandono del plan de trabajo. 
 Sentencia condenatoria consentida y/o ejecutoriado. 
 Enriquecimiento ilícito. 
 Incumplimiento del pago de pensión alimentaria. 
 Por haber incurrido en violencia familiar. 
 Estar comprendido en los ilícitos penales de: cohecho, concusión, 
































Finalmente, a la pregunta sobre si está de acuerdo incorporar la 
revocatoria de miembros del Congreso, vía modificación constitucional, 
conforme se puede apreciar del gráfico que antecede, el 69.53 % contestó 
que sí está de acuerdo y solamente el 30.47 % de la población electoral 







4.2.3.2. Apreciaciones de Autoridades Electorales, Sobre Revocatoria 
 
Se ha aplicado también a las autoridades y servidores del Jurado 
Electoral Especial de Puno y Juliaca de 2016, a un total de 14 
encuestados, los mismos podemos verificar en los gráficos que a 















De los 14 entrevistados, el 78.57 % opinan que están de acuerdo con 
la revocatoria de autoridades que se tiene a la fecha en el Perú, por lo tanto 
es uno de los factores que considera aceptable la práctica de la democracia 
directa vía el ejercicio de participación ciudadana en los asuntos públicos y 
ejercer el control ciudadano a sus autoridades democráticamente elegidas y 
de ser necesario revocar el mandato representativo confiado en las 











Sobre la pregunta realizada según el rubro que se indica, el 71.43 % y 
entre servidores y funcionarios del JEE, han opinado que el mandato 
parlamentario puede ser revocado, y solamente el 28.57 % de los 
encuestados indican que no procede, es decir se ha basado en la Constitución 
de 1993, por el cual el mandato parlamentario no es revocable, porque 
representan a la nación, además el mandato no es imperativo. 
Sin embargo, al igual que la población electoral, están de acuerdo que 
el mandato representativo ante el Congreso de la República, cuyos miembros 




















En este gráfico es donde se presenta discrepancia con la población 
electoral encuestada, pues en este caso los servidores y funcionarios del JEE, 
considera que la revocatoria de los miembros del Congreso de la República, 
pueda producir la ingobernabilidad o inestabilidad política del Estado, por lo 
que del total de encuestados, el 64.29 % indican si puede presentarse el 
desgobierno y solo el 35.71 % indican que no habría problema de la 
revocatoria de los Congresistas. 
A esto cabe agregar que consideramos que el procedimiento de 
revocatoria, de alguna manera pueda generar gastos adicionales al erario 












Conforme el gráfico que precede, el 92.86 % contestaron que bastaría 
los motivos de revocatoria que indica en la pregunta y solo el 7.14 % de los 
encuestados indican que pueda ser ampliado por otros causales más. 
Consideramos que ese indicador obedece a que la revocatoria del 
mandato, debe ser por causales más concretos para evitar la proliferación de 
solicitudes de revocatoria de mandato, porque para otras causales 
precisados, se tiene otros mecanismos de sanción, por lo que no se justifica 














De los 14 encuestados, vía reforma constitucional, sea incorporado la 
revocatoria de Congresistas, se pronunciaron positivamente el 78.57 % de la 
población electoral encuestada, y solamente el 21.43 % encuestados señalan 
que no es factible, por lo que considero rescatar estas últimas opiniones, 
porque en otras materias ya hubo peticiones de iniciativa de reforma 
Constitucional, pues siendo objetivos, en anteriores legislaturas del 
Parlamento Nacional, ya se pronunció que no procede la revocatoria de 
parlamentarios, por lo tanto si se presentara dicha iniciativa, probablemente 
en el Congreso la mayoría no va estar de acuerdo, por lo que la iniciativa de 
reforma constitucional de revocatoria de parlamentarios no prosperaría; por lo 
tanto sería oportuno incorporar en la Constitución, el instrumento democrático 
de revocatoria de parlamentarios, mediante el poder constituyente originario, 
para elaborar propuesta de nueva Constitución y tal vez no por vía reforma, 









Finalmente, esta última pregunta se ha aplicado de manera exclusivo a 
los funcionarios y servidores del Jurado Electoral Especial de Juliaca y Puno, 
de los cuales la mayoría en un 64.29 % de los ciudadanos encuestados opinan 
que no dificultaría al sistema electoral y solo el 35.71 % estiman que si puede 
afectar al sistema electoral, o sea, consideramos a este indicador se refiere a 
uno de los factores que son los gastos económicos que pueda irrogar el 
proceso de revocatoria del mandato congresal, por ello dicha medida de 







Primero.-  En nuestra Constitución Política del Perú de 1993, respecto de los 
parlamentarios o congresistas, rige el sistema democrático 
representativo, porque una vez elegido representan a todo el 
Estado y no a sus electores en particular. 
 
Segundo.- El artículo 2° inciso 17) y el artículo 31° de la Constitución, 
establecen la institución jurídica y democrática, como es la 
revocación de mandato de autoridades libremente elegidas, 
desarrollada en la Ley de los Derechos de Participación y Control 
Ciudadanos – Ley N° 26300, solamente alcanza a las Autoridades 
Regionales y Municipales elegidas por sufragio popular, y no está 
contemplado en la Constitución del Estado la revocatoria del 
mandato de congresista de la República. 
 
Tercero.- La mayoría de la población, no está de acuerdo con la labor 
realizada por algunos congresistas de la República, sobre todo el 
incumplimiento de ofertas electorales o de sus funciones, así 
como la corrupción de los parlamentarios, que es uno de los 
factores que atenta el derecho al bienestar y el desarrollo de la 
persona y por ende se estanca el progreso de la sociedad 
peruana. 
 
Cuarto.-  Es necesario vía reforma, la modificación de la Constitución Política 
del Perú, a efectos de instituir la figura jurídica democrática de 
revocatoria del mandato parlamentario como expresión auténtica 
del ejercicio del derecho a voto de la ciudadanía peruana y 
promoción de práctica de transparencia democrática, por ello 
fortalecer y consolidar la democracia participativo y no una simple 







Primero.- Elaborar el Proyecto de modificación del artículo 90° de la 
Constitución, donde debe instituirse la revocatoria del mandato de 
Congresista de la República por distrito electoral. Se elabora un 
Proyecto Ley que se adjunta en anexo. 
 
Segundo.- Para efectos de revocatoria del mandato congresal elaborar una 
propuesta legislativa que establezca las causales de revocatoria en 
la Ley de los Derechos de Participación y Control Ciudadano – Ley 
N° 26300, donde deberá desarrollarse: a) Las causales para la 
revocatoria de los Congresistas, que debe ser por el incumplimiento 
del programa o plan de trabajo o deficiente desempeño de cargo 
que genere la insatisfacción de la población y por corrupción de 
parlamentarios; b) El momento y oportunidad de revocatoria, esto 
es, no puede permitirse el ejercicio del derecho a la revocatoria, al 
inicio (por ser apresurado) ni al final (por ser infructuoso) de la 
gestión;  c) La revocatoria debe ser por una sola ocasión, ello para 
evitar la desestabilidad política; y d) El procedimiento de 
revocatoria, el porcentaje de iniciativa y número de votos 
necesarios para que se efectivice la revocatoria. 
 
Tercero.- Incorporar lineamientos del mandato programático en la Ley de 
Partidos Políticos, Ley N° 28094. 
 
Cuarto.- La modificación de las Leyes N° 26300 y 28094, debe ser 
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 MATRIZ DE CONSISTENCIA 
 
PROBLEMA OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABLES METODOLOGÍA 
 GENERAL 
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CUESTIONARIO SOBRE REVOCATORIA DE AUTORIDADES 
ELEGIDAS (Aplicado a los ciudadanos de Puno y Juliaca - 2016). 
 
 
1. La Constitución Política del Perú de 1993 y la Ley de los Derechos de 
Participación y Control de Ciudadanos, solamente establece la 
revocatoria de: a) Alcaldes y regidores, b) Autoridades regionales que 
provienen de elección popular, y c) Jueces que provienen de elección 
popular; por consiguiente usted está de: 
a. Acuerdo (   ) 
b. Desacuerdo  (   ). 
 
2. Teniendo en cuenta que la revocatoria es el derecho que tiene la 
ciudadanía para destituir de sus cargos a las autoridades que 
provienen de elección popular; por lo tanto, cree usted que los 
congresistas de la República pueden ser sometidos a revocatoria:  
a. Sí (   ). 
b. No (   ). 
 
3. Cree usted, que la revocatoria de los congresistas de la República 
puede traer consigo la ingobernabilidad o desgobierno e inestabilidad 
política en el Estado Peruano: 
a. Sí (   ). 
b. No (   ). 
 
4. Si usted considera que es posible la revocatoria de los congresistas de 
la República, bastaría como motivo (causal) el incumplimiento de: a) 
Ofertas electorales en la producción de Leyes; y b) La fiscalización que 
corresponde: 
a. Sí (   ) 
b. No (   ) 
c. De ser negativa la respuesta, que otros motivos se puede 
considerar para la revocatoria de los Congresistas: ……………….. 
 
5. La Constitución de 1993 no establece la revocatoria de los congresistas 
de la Republica; en consecuencia, considera necesario la modificación 
de la Constitución vigente vía la Reforma Constitucional: 
a. Sí (   )      








CUESTIONARIO SOBRE REVOCATORIA DE AUTORIDADES ELEGIDAS 
(Aplicado a autoridades electorales de JEE de Puno y Juliaca – 2016) 
 
 
1. La Constitución Política del Perú de 1993 y la Ley de los Derechos de 
Participación y Control de Ciudadanos, solamente establece la 
revocatoria de: a) Alcaldes y Regidores, b) Autoridades regionales que 
provienen de elección popular, y c) Jueces que provienen de elección 
popular; por consiguiente usted está de: 
a. Acuerdo (   ) 
b. Desacuerdo  (   ). 
 
2. Teniendo en cuenta que la revocatoria es el derecho que tiene la 
ciudadanía para destituir de sus cargos a las autoridades que 
provienen de elección popular; por lo tanto, cree usted que los 
Congresistas de la República pueden ser sometidos a revocatoria:  
a. Si (   ). 
b. No (   ). 
 
3. Cree usted, que la revocatoria de los Congresistas de la República 
puede traer consigo la ingobernabilidad o desgobierno e inestabilidad 
política en el Estado Peruano: 
a. Si (   ). 
b. No (   ). 
 
4. Si usted considera que es posible la revocatoria de los Congresistas de 
la República, bastaría como motivo (causal) el incumplimiento de: a) 
Ofertas electorales en la producción de Leyes; y b) La fiscalización que 
corresponde: 
a. Si (   ) 
b. No (   ) 
De ser negativa la respuesta, que otros motivos se puede considerar 
para la revocatoria de los Congresistas:   ………………………………….. 
 
5. La Constitución de 1993 no establece la revocatoria de mandato de los 
Congresistas de la Republica; en consecuencia, ¿considera necesario 
la reforma Constitucional para incorporar la revocatoria de los 
miembros del Congreso?: 
a. Si (   ) 
b. No (   ). 
 
6. De estar regulado la revocatoria de mandato de congresistas, ¿podría 
generar alguna dificultad (es) al sistema electoral?: 
a. Si (   ) 
b. No (   ) 





PROYECTO  DE LEY 
 
LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 90 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ, 
REFERENTE A REVOCATORIA DE LOS CONGRESISTAS DE LA REPÚBLICA. 
 
I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La revocación de los Congresistas por distrito electoral, tiene ventajas y 
desventajas. Su ventaja principal es que permite al electorado evaluar el 
desenvolvimiento de la representación parlamentaria, premiando o en su defecto 
sancionando a quienes, individual o colectivamente, la curul no ha desempeñado 
de acuerdo a los estándares de desempeño para lo cual fueron elegidos. 
 
II. ANÁLISIS COSTO BENEFICIO 
El proyecto de Ley irroga un gasto para el Estado, en merito a la organización del 
proceso electoral al mandato congresal, sin embargo, brinda legitimidad al sistema 
político. 
  
III. FÓRMULA LEGAL 
 
En Congreso de la Republica ha dado la Ley de Reforma Constitucional siguiente: 
 
LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 90° DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 
PERÚ, REFERENTE A LA REVOCATORIA DE LOS CONGRESISTAS DE LA 
REPÚBLICA. 
 
Articulo 1.- Modifica el artículo 90° de la Constitución  
Modificase el artículo 90° de la Constitución Política del Perú, en los términos 
siguientes: 
 “Articulo 90.- El Poder Legislativo reside en el Congreso de la Republica, el 




 El número de Congresistas es de ciento treinta, elegidos por sufragio directo, 
por un periodo de cinco años. La elección de los congresistas se realiza en 
circunscripciones uninominales. Para dicho efecto, cada ámbito regional o 
departamental se establecerá la circunscripción electoral como congresistas 
corresponda elegir en dicho ámbito. 
Los Congresistas pueden ser reelegidos. Su mandato es revocable, si lo 
solicitan cuando menos el 25 % de los electores hábiles de la respectiva 
circunscripción, y si la votación a favor de la revocatoria supera la mitad más uno de 
votos válidos. 
Los candidatos a la Presidencia de la Republica no pueden ser 
simultáneamente candidatos a congresistas. Los candidatos a vicepresidentes de la 
Republica pueden ser simultáneamente candidatos a una representación en el 
Congreso. 
Para ser elegido congresista se requiere ser peruano de nacimiento, haber 
cumplido veinticinco años y gozar del derecho de sufragio”. 
 
Articulo 2.- Modifíquese la Ley N° 26300. 
La revocatoria de los Congresistas de la República, se aplicará los procedimientos 
previstos para la revocatoria de los Gobiernos Regionales y Locales, en cuanto no se 
oponga a la presente Ley. 
Articulo 3.- Modifíquese la Ley de Partidos Políticos.- Que, para la inscripción  
 
de Lista de candidatos se adjuntará el programa de trabajo. 
